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l. INFORMACIÓN GENERAL SOBRE 
LEGISLACIÓN E INSTITUCIONES PENALES 

Ricardo LEvENE (hijo) y 
Zulma LIDIA RUBIO 

(.J urisdicción de la Federación y de los Estados o Provincias federales) 

A. EL PODER CENTRAL Y LOS GOBIERNOS DE PROVINCIAS. OBLIGACIÚN DE 

¡::STAS DE ORGANIZAR sU ADMI:"JISTRACIÓN DE JUSTICIA 

La Constitución norteamericana, que inspiró mucha .. de las normas que 
rigen nuestra organización internacional, creó dos clases de organismos 
judiciales: los nacionales o federales y los estaduales. Esos dos tipos dc 
tribunales existen también en la Argentina: el primero tiene jurisdic­
ción en toda la Nación, y el segundo, llamado aquí local o provincial, 
en el territorio de su respectiva provincia. Los tribunaJes provinciale'i 
tienen jurisdicción en sus provincias y aplican la ley procesal dictada 
fx>r ellas. Su total independencia con respecto a la justicia de la Na· 
ció n y de ¡as otras provincias tiene algunas limitaciones en cuanto 
sus fallos pueden ser apelados ante la Corte Suprema de Justicia de la 
Nación (artículo 14 de la ley 48). Este tribunal puede resolver las 
cuestiones de competencia que se planteen entre tribunales provincialei 
(artículo !J de la ley 4055); Y la justicia provincial debe prestar S1I 

('olaboración a la justicia federal siempre que la misma le sea requerida 
(artículo 13 de la ley 48) . 

La obligación de las provincias de organizar su administración de 
justicia surge del artículo 5 de la Constitución Nacional, en cuanto le 
ordena a las mismas dictar una Constitución, bajo el sistema represen­
tativo republicano, de acuerdo con los principios, declaraciones y ga. 
rantías de la Con~titución Nacional, que, entre otras cosas, asegure su 
administración <k justicia. es decir. crea <~sta como poder inclependien. 
te. Sólo cumpliendo esas condiciones el gobierno federal garantiza a 
cada provincia el goce y ejercido de sus instituciones. 

Las provincias han cumplido la cláusula constitucional estableciendo 
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14 RICARDO LEVENE (hijo) y ZULMA LIDIA RUBIO 

tribunales superiores e inferiores, aquéllos casi siempre con lacultades 
constitucionales, que se denominan Corte de Justicia en las provincias 
<1e Catamarea, San Juan y Santiago del Estero; Suprema Corte en las de 
Buenos Aires y Mendoza; Superior Tribunal en las de Córdoba, En­
tre Ríos, Jujuy, La Rioja, San Luis, Santa Fe, Corrientes y La Pam­
pa, y Corte Suprema en las de Salta y Tucumán. Sus miembros son 
designados por el Poder Ejecutivo con acuerdo de la legislatura local, 
y en algunas provincias son inamovibles, mientras que en otras son de­
signados por un periodo, pudiendo ser reelegidos; así los jueces per_ 
maneeen en el cargo mientras dura su buena conducta en Buenos Aires, 
Córdoba, Mendoza, Corrientes, Entre Ríos, Neuquén, La Pampa, Santa 
Fe, etcétera, sin límite de tiempo; son nombrados por un periodo de 
prueba en San Luis, San Juan, La Rioja, Salta y Catamarca, pasado el 
cual, si son vueltos a designar, quedan permanentemente en el cargo 
mientras dura la buena conducta; y se nombran simplemente por seis 
años en Jujuy y por diez en Tucumán. En Catamarca el periodo de 
prueba dura cuatro años; en San Juan, nueve, etcétera, 

B. FACULTAD DE LAS PROVINCIAS PARA DICTAR SVS LEYES PROCESALES 

Como la Constitución, en su artículo 104, establece que las provincias 
conservan todo el poder no delegado por las mismas al gobierno feue­
ra1, y el que expresamente se hayan reservado por pactos especiales al 
tiempo de su incorporación y. dado que el Congreso dicta los códigos 
civil, comercial, penal, de minería, y de derecho social, sin que tales 
c'Ódigos alteren las jurisdicciones locales. correspondiendo su aplicación 
a los tribunales federales o provinciales, según que las cosas o las perso­
nas caigan bajo sus respectivas jurisdicciones (artículo 65. inciso ll), 
cada provincia, de acuerdo con sus necesidades, usos y costumbres lo­
cales, ha sancionado sus leyes procesales. Conforme, pues, a la nómina 
últimamente citada, en el país son sólo uniformes los códigos de fondo 
y no los de forma, a diferencia de lo que ocurre en los Estados Unidos 
de Norteamérica, en donde, cuando existen, son locales tanto los de 
fondo como los de forma. Sin embargo, parte de la doctrina inte~preta 
que la reserva efectuada, en cuanto se establece en la recordada, dispo­
sición legal que los cótligos no deben alterar las jurisdicciones locales, 
se refiere única y exclusivamente a que debe dejarse a salvo la, jurisdic­
ción de los tribunales provinciales, cuando las personas o cosas corres­
ponden a la misma, evitándose así que por el hecho de ser dictados por 
el Congreso, los códigos de fondo sean exclusivamente aplicados por los 
tribunales federales. 

Este asunto se halla íntimamente vinculado al problema de la unifi­
cación procesal en el país, que hemos estudiado en otra oportuÍlidad. 
y con la forma ° procedimiento para obtenerla, sea por reforma de: la 
Constitución. tratados interprovindales, Ley del Congreso de la Nación. 
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ARGENTINA 15 

o adopción por las provincias de un código tipo o modelo único para 
touo el país, como el que preparamos con los doctores Jorge Clariá Ol~ 
meuo y Raúl Tones Bas, y que fuese aprobado por unanimidad por el 
IV Congreso ~acional de Derecho Procesal. Hoy, prácticamente, no se 
discute que el Congreso tiene facultad para dictar normas procesales, 
si bien la doctrina se divide entre aquellos que limitan la misma a las 
normas procesales que tienen por objeto proteger las instituciones con­
tenidas en los códigos o leyes de fondo como ha sucedido cOn las leyes 
de prueba agraria, arrendamientos agrícolas, contrabando, agio, seguri­
dad, accidentes de trabajo, etcétera, y los que creen que la Nación 
puede dictar los códigos de procedimiento para todo el país, mientras 
que las provincias se han reservado tan solo la facultad de organizar 
sus tribunales. La posición intermedia, sustentada por Alsina, que he­
mos compartido en el trabajo antes indicado, consiste en reconocer que 
('abe al Congreso dictar las normas procesales que sean necesarias para 
proteger las instituciones ue fondo y los principios fundamentales de 
procedimiento (enumeración y apreciación de la prueba, condiciones 
de la acción, etcétera), que deben tener en cuenta las provincias, y a 
C!it<lS últimas el derecho de legislar sobre lo exclusivamente forma], por 
ejemplo, en mateda de términos, notificaciones, competencia funcio­
nal, etcétera. 

c. V¡\.LIDEZ DE LOS ACTOS PROCESALES DE UNA PROVINCIA EN OTRA 

La Constitución Nacional, en su artículo 7, sefíala el área de las nor­
mas provinciales al disponer que "los actos públicos y procedimien[O~ 
judiciales de una provincia gozan de entera fe en las demás; y el Con­
greso puede por leyes generales determinar cuál será la fonna proba­
toria de estos actrn y procedimientos, y los efectos legales que produci~ 
r:'¡n". El Congreso cumplió con la mencionada dispos-ición dictando la 
ley N' 44, de 26 de agosto de 1863, modificada por la ley N' 5133, de 
12 de septiembre de 1907. 

Estas normas procesales provinciales son aplicadas por los tribunales 
de la respectiva provincia, pero los pronunciamientos de los mismos, 
siempre que no invadan otras jurisdicciones, tienen eficacia extrapro­
vincial, o sea en toda la Nación. 

La Corte Suprema de Justicia de la Nación ha aclarado el precepto 
constitucional y l::ts dos leyes antes citadas, diciendo que las mismas no 
pueden entenderse como que acuerdan a los actos realizados en una 
provincia efectos extraterritoriales capaces de alterar la legislación dic­
tada por 1as otras: pruvincias en liSO de sus propias facultades constitu­
cionales, ya que todas se dan sus propias instituciones y Se rigen por ell<ls. 
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16 RICARDO LEVENE (hijo) y ZULMA LIDIA RUBIO 

D. ORGANIZACIÓN DE LA JUSTICIA NACIONAL 

La razón de ser de la división de la justicia argentina en federal, y 
local o provincial, radica en la necesidad de que la Constitución Na~ 
cionaI, las leyes dictadas en su consecuencia, y los tratados con naciones 
extranjeras, sean aplicados e interpretados por tribunales especiales per~ 
tenecientes a la Nación, que encarnan su soberanía y que actúan con~ 
forme a la misma ley procesal y con una jurisprudencia unificada por 
las decisiones de su más alta instancia, la Corte Suprema de Justicia. 
Esos mismos tribunales federales son los que con más autoridad e in. 
dependencia pueden dirimir los conflictos entre distintas provincias o 
sus ciudadanos, y entre ellos y Estados extranjeros o con naturales de 
otros países. 

La Constitución Nacional establece que el Poder Judicial de la Na. 
ción será ejercido por una Corte Suprema de Justicia y los demás tri. 
bunales inferiores que el Congreso determine (artículo 94). Anterior. 
mente, en la Con;titución de 1853, se estableció que la Corte Suprema 
estaría compuesta por 9 jueces y 2 fiscales, disposición que fue eliminada 
en la reforma de 1860, quedando el articulo pertinente en la forma 
expuesta más arriba. E.I Congreso, reunido en ciudad de Payná, dictó 
durante la época de sec",ión, la ley Ne 182, de 28 de agosto de 1858, 
organizando la justicia federal, ley que fue reproducida en gl an parte 
por la N' 27, de octubre 26 de 1862. Ella fijaba para la Corte un nú. 
mero de cinco miembros y un procurador general y creaba juzgados 
inferior", de sección, a razón de uno por provincia, pudiendo el poder 
Ejecutivo aumentar ese número. Además, permitía nombrar y remover 
su personal. Las Cámaras Federales de Apelaciones, pasadas por alto 
en la Ley Ne 27, fueron creadas en la N' 4055, de enero )) de 1902. 
Por disposición de la ley Ne 2372 (Código de Procedimientos Crimi. 
nales de la Capital Federal) éste se aplica en la tramitación de los pro. 
cesos seguidos ante la justicia nacional. Para los juicios civiles y comer­
ciales rige la ley 50, modificada por otras leyes (3335, 3649, decreto.ley 
23.398 56, etcétera). 

Corte Suprema de Justicia de la Nacian 

Es el Tribunal más alto del país. Interviene en las causas federales 
y aún en las falladas por la justicia local u ordinaria, por aplicación 
del artículo !4 de la ley N' 48, que ya hemos mencionado. La integran 
cinco miembros y el procurador general de la Nación (ley N' 27, ar. 
tículo 6, y decreto.ley Ne 1285/58, artículo 27). La ley 15.271 de 1960, 
elevó a siete sus miembros, que volvieron a ser cinco por la ley N9 
16.895. Para sus sentencias definitivas se requiere mayoría de tres voca­
l",. Actúa con tres secretarios que asisten a los acuerdos y son jefes del 
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ARGENTINA 17 

personal. La Corte tiene superintendencia sobre las Cámaras y jueces 
nacionales, jueces de territorios nacionales y demás funcionarios del 
fuero. A tal efecto, dicta los reglamentos necesarios, vigila el trámite 
de los expedientes, im}X>ne penas disciplinarias y acuerda o deniega li­
cencias. 

En caso de recusación, impedimento, vacancia o licencia de alguno 
de sus miembros, la Corte se integra con el procurador general de la 
Nación, los miembros de la Cámara Federal de la Capital, o los conjue­
ces de una lista de 25 abogados (artículo 22 del decretO-Ley N9 1285/58.) 

Cámaras Naciona!es de Apelaciones 

Aparte de la de la Capital Federal, integrada por nueve jueces, exis­
ten nueve Cámaras Nacionales en el interior del país, integradas la 
mayoría por tres miembros cada una, salvo, }Xl'r ejemplo, la de la ciu­
dad de La Plata, que tiene siete, y la de Córdoba que tiene cinco. Son 
las de Bahía Blanca, con jurisdicción en su zona respectiva de la Pro­
vincia de Buenos Aires y territorios de Río Negro y Neuquén; la de 
Paraná, con jurisdicción en las Provincias de Entre Ríos, Corrientes y 
Misiones; la de Rosario, con jurisdicción en la provincia de Santa Fe; 
la de Córdoba, cuya zona comprende las provincias de Córdoba y La 
Rioja; la de Mendoza, para la región de Cuyo, es decir, las provincias 
de wlendoza, San Juan y San Luis; la de Tucumán con jurisdicción en 
las provincias de Tucumán, Salta y Jujuy, Santiago del Estero y Cata­
marca la de La Plata, que comprende la parte restante de la provincia 
de Buenos Aires y La Pampa, y las de Resistencia y Comodoro Rivada­
via, para las provincias de Chaco y Formosa, la primera, y las de Chu­
but y Santa Cruz, la segunda. 

Las Cámaras llenen superintendencia sobre Jos juzgados nacionales 
existentes en su jurisdicción, y a tal efecto acuerdan o niegan ciertas 
licencias, imponen también penas disciplinarias y vigilan el movimiento 
de expedientes (ley N0 4055, artículo 23 y ley 7099, articulo 2). Por 
otra parte conocen en apelación las sentencias dictadas por sus ínferí~­
res, sin perjuicio de que sus resolucionts puedan apelarse en detenru­
nados casos ante la Corte Suprema (ley NQ 4055, artículo 3 y Decreto­
ley No 1285/58, artículo 30) y deciden las cuestiones de competenoa 
suscitarlas en su jurisdicción (ley No 4055, artículo 19). 

Se integran con el fiscal de Cámara, los jueces de sección y los con­
jueces de una list:-t de abogados. 

Juz.gados nacionales de primera instancia 

La ley N9 27 (artículo 14), creó un Juzgado Federal por provincia; 
pero el mayor crecimiento de la población y, en consecuencia, el de cau­
sas, ha obligado a aumentar el número de jueces nacionales en algunas 
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18 RICARDO LEVENE (hijo) y ZULMA LIDIA RUBIO 

provincias. Existen actualmente jueces nacionales con sede en las ciu­
dades de La Plata, Bahía Blanca, San Nicolás, Mercedes, Azul, San 
Martín, Rosario, Santa Fe, Córdoba, Río Cuarto, Bell Ville, Paraná, 
Concepción del Uruguay, Corrientes, Paso de los Libres, Goya, Santiago 
del Estero, Tucumán, Salta, Jujuy, San Luis, Mendoza, San Rafael, San 
Juan, Catamarca, La Rioja. Comodoro Rivadavia, &quel. Formosa, 
Fuerte General Roca, Neuquén, Posadas, Resistencia, Rawson, Santa 
Rosa, Viedma y Río Gallegos. 

E. CAPACIDAD PRoCESAL DE LOS ÓRGANOS JURISDICCIONALES 

La Constitución Nacional dispone que corresponde a la Corte Supre. 
ma de ] usticia y a los uibunales inferiores de la N ación, el conocimiento 
y decisión de todas las causas que versen sobre puntos recogidos por la 
Constitución; por las leyes de la Nación, con la reserva hecha en el in· 
ciso 11 del artícnlo 67 y por los tratados con las naciones extranjera,; 
de las causas concerniente; a embajadores, ministros públicos y cónsules 
extranjeros; de las de almirantazgo y jurisdicción marítima; de los asun­
tos en que la Nación sea parte; de las causas que se susciten entre dos 
o más provincias; entre una provincia y los vecinos de otra; entre los 
vecinos de diferentes provincias y entre una provincia o sus vecinos con· 
tra un Estado o ciudadano extranjero (artículo 100). 

La competencia penal de la justicia federal no se determina, como la 
civil, por la vecindad o nacionalidad del procesado o víctima, sino por 
su condición de funcionario público y. además, comprende los delitos 
que afectan el orden nacional o los bienes de la Nación. y los que se 
COmetan en alta mar o en lugares donde ejerza jurisdicción exclusiva' 
Ja Nación. Esta competencia es de excepción y, por lo tanto, de inter­
pretación restringida. Así. la justicia federal interviene en delitos que 
afectan la navegación y el comercio exterior, y en los cometidos en 
puertos, ríos o islas, provinciales o nacionales. La jurisprudencia ha 
declarado lugares de exclu.siva jurisdicción federal, determinados edi­
ficios y propiedades nacionales, como las universidades. el Palacio de 
Justicia, los colegios nacionales, los buques de guerra, el Congreso, lo.'; 
ferrocarriles del Estado. el Banco de la Nación, las oficinas de Correos. 
los edificios de los ministerios, etcétera. En cambio, no hay competen­
cia nacional en delitos cometidos en oficinas nacionales, que sean loca­
les, de la Capital Federal, ni en las oficinas municipales de la Capital. 

Los delitos cometidos en los ferrocarriles son de competencia provin­
cial, salvo que afecten la seguridad y tráfico, debiendo intervenir en­
tonces la justicia nacional. 

También son de competencia nacional los delitos contra la seguridad 
de las comunicaclOnes telefónicas y telegráficas y los que atentan contra 
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ARGENTE~A 19 

la soberanía y seguridad de la Nación y sus autoridades, así como los 
('ometidos CQotr:l el patrimonio nacional. 

El JItÍCulo 32 de la Constituci6n Nacional establece que el Congreso 
federal no dictará leyes que restrinjan la libertad de imprenta o esta­
blezcan sobre eUa la jurisdicción federal. La Corte Suprema ha limitado 
esa prohibición a los delitos comunes, que son juzgados. por las admi­
nistraciones de justicias locales; pero üHervienc la justicia nacional si 
en los delitos cometidos por medio ue la prensa se afecta a los funcio~ 
nados nacionales o se atara la soberanía y seguridad de la Nación. 

F. COMPETEr-iCIA DE LA CoRTE SUPREMA DE LA NACIÓN 

Conoce originariamente "de las Causas criminales concerniente a em­
bajadores, ministro<; o agentes diplomáticos extranjeros; a las personas 
que compongan la legación, a los individuos de su familia -o servidum­
bre del modo o en los casos en que una Corte de Justicia pueda pro­
ceUer con arreglo al derecho internacional"' (artículo 21, Código Pro<:e­
:o.al Penal de la Capital). Conoce, además, en última instancia en las 
causas a que den lugar Jos apresamientos ,o embargos maritimos en 
tiempo de guerra; en caUSa de exl.radición de criminales reclamado\! 
por países extranjeros; en causas criminales si la pena impuesta excede 
de diez alloS de prisión y penitenciaria o por los delitos cometidos en 
alta mar y de traición, rebelión, sedición (artículo 3 de la ley 4.055). 
Finalmente, por vía de revisión, conoce de sus propias sentencias (ley 
50, artículo 241; Código Procesal Penal, artículo 553). Y además ya en 
los casos enumerados que den lugar al recurso extraordinario (ley 48, 
artículo 14). 

El decreto_ley 1285/58, de organización de la justicia nacional ha 
ordenado y en parte modificado las anteriores disposiciones legales, de­
terminando la competencia de la Corte Suprema de Justicia en su ar­
tículo 24 sobre lo.'} si~uientes puntos: 

l° Originaria y exclusivamente en todos los asuntos que versen entre 
dos o más prO\·incias y los civiles entre una provincia o algún vecino 
o vecinos de otra o ciudadanos o súbditos extranjeros; de aquellos que 
versen entre una provincia y un Estado extranjero; de las causas con­
cernientes a embajadores u 'Otros ministros diplomáticos extranjeros, a 
las personas que compongan la legación y a los individuos de su familia 
del modo que una Corte de Justicia puede proceder con arreglo al de·· 
fecho de gentes; y de las causas que versan sobre privilegios y exencio­
nes de los cónsules extranjeros en su carácter público. 

Ka se dará curso a la demanda contra un Estado extranjero ~in re­
querir previamente de su representante diplomático, por intermedio del 
l\'1inistro de Relaciones Exteriores, la conformidad de aquel país para 
ser sometidos a juicio. 
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20 RICARDO LEVENE (hijo) y ZULMA LIDIA RUBIO 

A los efectos pertinentes de la primera parte de este inciso se consi. 
deran vecinos: 

a) Las personas físicas domiciliadas en el país desde dos o más años an­
tes de la iniciación de la demanda, cualquiera que fuese su nacionalidad; 
b) Las personas jurídicas de derecho público del país; c) Las demás 
personas jurídicas constituidas y domiciliadas en el país; d) Las socie­
dades y asociaciones sin personería jurídica, cuando la totalidad de sus 
miembros se halle en la situación prevista en el apartado a) . 

Son causas concernientes a embajadores o ministros plenipotenciarios 
extranjeros, las que les afecten directamente por debatirse en ellas de 4 

rechos que les asisten o porque comprometen su responsabilidad, así 
como las que en la misma forma afecten a las personas de Su fami! ia, 
o al personal de la embajada o legación que tenga carácter diplomático. 
No se dará cuno a las acciones contra las personas mencionadas en el 
punto anterior, !-oín requerirse previamente del respectivo embajador o 
ministro plenipotenciario, la conformidad de su gobierno para someter­
los a juicio. 

Son causas concernientes a los cónsules extranjeros las seguidas por 
hechos o actos cumplidos en el ejercicio de sus funciones propias, siem­
pre que en eUas se cuestione su responsabilidad civil o criminal. 

29 Por recurso extraordinario en los casos del artículo 14 de la ley 
48, y 6 de la ley 4055. 

30 En los recursos de revisiÓn por los artÍCulos 2 y 4 de la ley 4055, 
y en el de aclaratoria de sus propias resoluciones. 

40 En los recursos directos por apelación denegada. 
5'? En los recursos de queja por retardo de justicia en contra de las 

cámaras nacionales de apelaciones. 

69 Por apelación ordinaria, de las sentencias definitivas de las cámaras 
nacionales de apelaciones, en los siguientes casos: a) Causas en que la 
Nación directa o indirectamente sea parte, cuando el valor disputado 
en último término sin sus accesorios, sea superior de cinco millones de 
pesos (reforma de la ley No 17116); b) Extradición de criminales re­
clamados por países extranjeros; e) Causas a que dieren lugar los apre­
samientos o embargos marítimos en tiempo de guerra, sobre salvamento 
militar y sobre nacionalidad del buque, legitimidad de su patente o 
regularidad de sus papeles. 

7Q De las cuestiones de competencia y los conflictos que en juicio se 
planteen entre jueces y tribunales del país que no tengan un órgano 
superior jerárquico común que deba resolverlos, salvo que dichas cues­
tiones se planteen entre jueces nacionales de primera instancia, en cuyo 
caso serán resuelto& por la cámara de que dependa el juez que primero 
hubiere conocido. Decidirá asismismo sobre el juez competente en los 
casos en que su int.ervención sea indispensable para evitar una efectiva 
privación de ju,ticia (reforma de la ley N0 17.116). 
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G. CoMPETENCIA DE LOS TRIBUNALES FEDERALES EN LAS PROVINCIAS Y CA­
PITAL FEDERAL 

Las Cámaras Federales de Apelaciones creadas por la ley 4055, cono­
cen en todas las causas enumeradas en el artículo 3 de dicha ley, en 
grado de apelación y segunda instancia y conocen en grado de apela. 
ción y en última instancia en los recursos deducidos contra las resolu· 
dones de los jueces de sección, si no están enumeradas en dicho artículo 
3 y si su valor excede de quinientos pesos; de los recursos deducidos 
contra las resoluciones de los jueces letrados de los territorios, aún en 
casos criminales; de los recursos por retardo o denegación de justicia y 
de las consultas que les eleven los jueces letrados de los territorios (ley 
4055, articulos 16 y 17). 

Asimismo la de la Capital entiende en las apelaciones de las resolu­
ciones administrativas de algunas entidades, como son la Junta Nacional 
de Granos (decretO-ley N0 19.697/56); la Junta Nacional de Carnes (de­
creto-ley N' 8509/56) , etcétera. 

La ley N' 13.998 (artículo 33), transformó a la antigua Cámara Fe­
deral de Apelaciones de la Capital en Cámara Nacional de Apelaciones 
en lo Civil, Comercial y Penal Especial y en lo contencioso-adminis­
trativo, dándole funcione, de tribunal de alzada respecto a los jueces 
nacionales de primera in'itancia en lo civil y comercial especial, en lo 
penal especial y en lo contencioso-administrativo. El decreto-ley N' 
1285/58 (artículo 33), establece asimismo que conocerá los recursos de 
apelación que se interpongan contra las resoluciones de organismos ad­
ministrativos en los casos autorizados por las leyes, alguno de los cuales 
acabamos de ver en el párrafo precedente, y contra las resoluciones del 
jefe de la Polida Federal, materia de derecho de reunión. Funciona 
dividida en tres salas, de tres miembros cada una: civil y comercial; cri­
minal y correccional, y contencioso-administrativo. Cuenta con dos fis­
cales (de Cámara) y ahora se denomina Cámara Nacional de Apela­
ciones en lo Federal y contencioso· administrativo (artículo 33 del de­
creto-ley N0 1285/58) . 

Los jueces de sección, conocen en primera instancia de los delitos co­
metidos en alta mar, a bordo de buques nacionales o por piratas, ciu~ 
dadanos o extranjeros; de los delitos cometidos en aguas, islas o puer­
tos argentinos; de Jos delitos cometidos en el territorio de la Capital y 
en el de las provincias, en violación de las leyes nacionales, como son 
todos aquellos que ofendan la soberanía y seguridad de la Nación, o 
tiendan a la defraudación de sus rentas, u obstruyan o corrompan el 
buen servicio de sus empleados, o violenten o estorben la correspon· 
dencia de los correos, o e:S.torben o falseen las elecciones nacionales, o 
representen falsificación de documentos nacionales, o de moneda na~io. 
nal, o tle billetes de banco autorizados por el Congreso; de los debtos 
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22 RICARDO LEVENE (hijo) y ZULMA LIDIA RUBIO 

de toua especie que se cometan en lugares o establecimientos donde el 
gobierno nacionai tenga absoluta y exclusiva jurisdicción. con excepción 
de aquellos que por esta ley quedan sometidos- a la jurisdicción ordi. 
naria de los jueces de la capital y territorios nacionales (artículo 23 del 
Código). La ley 13.998 excluyó para los de la Capital Federal-que son 
cuatro- las causas cuyo conocimiento les estA atribuido por razón de 
lugar (artículo 43). 

n. ENTREGA DE DOCUMENTOS EXTRANJEROS 

a) Un documento extranjero puede presentarse en un proceso por mo­
tivos diversos: los principales son a efectos probatorios, es decir. para 
probar cualquier punto controvertido en la proposición y práctica de 
la prueba. 

b) En materia procesal penal, se acepta el principio de territorialidad 
de las leyes. basado en la tesis tradicional que asigna al Derecho Penal 
carácter público y exteriorización de la soberanía de cada Estado. El 
criterio general establece que los delitos se juzgan por los tribunales y 
se penan por las leyes de la nación en cuyo territorio se perpetran, 
cualquiera sea la nacionalidad del agente, de la víctima o del damni. 
ficado. Sin embargo, la aplicación del principio territorial no es aom· 
luta. Cualquier orden jurídico actual, es el resultado de una organiza. 
ción combinada de los siguientes principios: 

principio territorial 
principio real o de defensa 
principio personal 

- principio universal 

e) En cuanto a los medios empleados para probar determinadas fases 
del proceso penal. se observan ciertos requisitos y formalidades, según 
las cuales los instrumentos probatorios deben responder a la regla: locus 
regit actum. 

d) Los documentos extranjeros, sean instrumentos públicos notariales" 
órdenes o súplica¡, de jueces extranjeros (exhortos), o sentencias extran­
jeras, han de reunir ciertas condiciones para su admisibilidad, que se 
establecen en los Tratados Internacionales, considerados fuentes jurí. 
dieas de primera categoría. En ausencia de Convenciones de tal natu· 
raleza, se tendrán en cuenta las disposiciones del Derecho Positivo In· 
terno. 

e) Los jueces precisan, en muchos casos, la c-Ooperación de otras auto­
ridades: así, se habla de auxilio nacional o internacional, según que es,~ 

tas últimas fueren autoridades nacionales o internacionales. El auxilio 
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ARGENTINA 23 

es judicial o no judicial, según que la autoridad requerida fuese una 
autoridad judicial o no. 

1. Citaciones judiciales y otros documentos dirigidos a la parte imputada 

a) La citación es el llamamiento p:lra concurrir a la presencia judi­
cial en día y hO!'a (espacio y tiempo determinados) _ 

b) La notificación es el medio con que se lleva a conocimiento de otro, 
un arto principal del juez, o de otro sujeto del proceso penal, o se le co­
munica una determinada situación o acontecimiento procesal. 

Es un acto mediu y accesorio del acto principal que por su intermedio 
se hace fonocer. 

e) En tolla notificación, interviene nn sujeto activo~ es decir, el que la 
practic\; un sujeto pasivo) aquel a quien se dirige; y un contenido obje­
tivo (aquello que se notifica) . 

el) La" notificaciones son actuaciones procesales~ sustanciadas según las 
formas prescritas en cada caso por la legislación, y relacionadas entre sí 
por la unidad del efecto jurídico final, que puede ser el de un proccso~ 
o una bsc del mismo. 

e) Lo~ emplazflmienlos también son comunicaciones procesales, que se 
efectúan a personas determinadas, y en las que se fija un plazo para C0111-

parcu:r aute el tribunaL 

Las cjtaciones judiciales nombradas se efectúan entre el tribunal y las 
p¡¡ nc~ que pertenecen a la misma jurisdicción., El procedimiento a se­
¡;uir, es el lijado por las leyes procesales penales locales, para cada caso 
y Estado, 

Las comunicaciones procesales pueden dirigirse a autoridades extran­
jeras, por medio del exhorto o de la extradiciém. También se emplea 
el exhorto cuando las comunicaciones judiciales se realizan entre dis­
tintas autoridades nacionales, o entre tribunales que pueden o no per­
tenecer a la misma jurisdicción. Se involucra, bajo la denominación 
de exhortos~ toda comunicación procesal establecida entre tribunales de 
igual jerarquía. 

Se les da el nombre de: suplicatorias) cuando se dirigen a un tribunal 
de jerarquía supedor; mandamientos, si están destinados a tribunales 
inferiores; oficios, si se dirigen a autoridades que no pertenecen al Po_ 
der J udicia!' 

Para los casos anteriores, en la Argentina se aplica el principio de la 
territorialidad de la norma procesal penal, teniendo en cuenta que­
la competencia y las formas del proceso, se regulan por la ley del lugar 
en que se desarrolla el mismo_ Los casos que se presentan romo excep­
ción al principio de territorialidad deben ser comprendidos en otros ins-, 
titutos. 
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24 RICARDO LEVENE (hijo) y ZULMA LIDIA RUBIO 

La garantía del auxilio judicial internacional está dada por el prin­
cipio de reciprocidad. 

En materia de exhortos y comisiones rogatorias, la práctica hizo que 
los tribunales extranjeros dieran cumplimiento a tales documentos, pe­
fO aún hoy dicha práctica internacional no constituye una obligación 
perfecta. 

Las comisiones rogatorias solían contener una assertio reciproci, cláu­
sula tácitamente establecida, aunque en algunos paises (España) se ha­
llaba expresamentE. 

La obligación incompleta sólo puede transformarse en un deber com­
pleto mediante un tratado internacional. 

En Derecho Internacional, la comisión rogatoria o exhorto es el re­
querimiento dirigido por un juez al de otro pals, pidiéndole que efec­
túe algún acto de procedimiento en interés de la justicia-

Tiene por objeto: - la práctica de una diligencia de instrucción; 
- la petición de datos o documentos; 
- la comprobación de cualquier clase de prueba o 

escritura; 
- la citación de testigos; 
- el llamamiento de otras personas ante el tribunal 

exhortante; 
- la detención de alguien reclamado por la justi­

cia. 
Procedimiento: - Se exige la cláusula de reciprocidad entre los Es-

tados; 
- Se niega su cumplimiento: cuando los documen­

tos de petición no ofrezcan seguridad de auten­
ticidad, cuando su objeto exija la práctica de di­
ligencias contrarias al orden público del país del 
juez requerido, o cuando el magistrado que lo ha 
expedido sea incompetente. 

- Los exhortos o comisiones rogatorias se dirigen 
de juez a juez. variando el modo para comuni­
carse: vía diplomática o directamente de magis­
trado a magistrado. 

Idioma: Los exhortos y cartas rogatorias serán redactados 
en la lengua del Estado que libre el exhorto, y 
serán traducidos al idioma del Estado al cual se 
dirigen. previa certificación de la misma. 

Si los documentos son cursados por medio de los agentes diplomáticos 
o() consulares del país que libra el exhorto,' no es necesaria la legaliza­
"ión de firmas. Este último requisito sólo se aplica para aquellos países 
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ARGENTINA 25 

con los cuales Argentina tiene suscritos convenios especiales (Ver Apén­
dices A y B)_ 

En ausencia de Tratados Internacionales, o de cláusulas sobre la ma­
teria, la legislación argentina vigente exige que los exhortos dirigidos 
a trihunales extranjeros sean redactados en castellano, acompañados de 
la traducción al idioma del país al que se dirigen, y con las siguientes 
legalizaciones: a) de la Cámara que correspondiere al Juzgado que lo 
expide; b) del Ministerio de Justicia e Instrucción Pública; c) del Mi­
nisterio de Relaciones Exteriores y Culto; d) del consulado extranjero 
a que corresponda la autoridad a la que Cs dirigido_ (Decreto del 24-
VlI-1917_ Ver Apéndice A). 
En todo exhorto, ha de indicarse la persona que hará su diligencia­
miento ante las autoridades que va dirigido; también se incluirán 1m 
gastos que ocasbnarcn si las diligencias fueran libradas a pedido de 
parte (artículo 19, Decreto del 30-XII-1922. Vcr apéndice A). 

Por otro lado las autoridades de la República Argentina están facul­
tadas para dirigirse directamente a la representación diplomática ar­
gentina o consular, remitiéndole exhortos dirigidoo a las autoridades 
judiciales del país en el que se hallen acreditados, solicitándoles su di­
ligenciamiento .• 

2, Legislación Ql'gentina vigente 

- Nacional: a) Código de Procedimientos en materia Penal para la 
Capital Federal y Territorios Nacionales (Ley 2372, 1.888). 
b) Decretos del Poder Ejecutivo Nacional: del ll-X-1872; del 20-
V-1885; del 24-VII-19l8; del 30-XII-1922; Decreto 8714/63: Re­
glamento Consular (Resolución 169/63) - Decreto-Ley 8204/63. 
c) Ley 17.454 (7-XI-1967). 

Acordada de la Corte Suprema de Justicia de la Nación del l7-XII-
1952 (artículo 38) . 

Acordada de la Suprema COrte de la Provincia de Buenos Aires del 
23-XII-I968. 

Internacional: a) Tratados multilaterales: Tratado de Derecho Pro­
cesal Internacional de Montevideo (1889). 
Tratado de Derecho Procesal Internacional de Montevideo (1940). 

'" "Tooa-s las disposicionc-s referentes a los requisitos de admisibilidad de docu· 
mentos de extraña jurisdicción, obedecen al afán de asegurar la autenticidad del do· 
cumento, o sea garantizar que proceda en realidad de quien en apariencia dimana". 
¡:~sta es la dimensión dikelógica, según Goldschmidt. ("Derecho Internacional Proce­
sal de Extranjería", en Revista "El Derecho", Buenos Aires, 1970, tomo 33, pp. 836 
Y ss,). 
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26 RICARDO LEVENE (hijo) y ZULMA LIDIA RumO 

Código de Derecho Internacional Privado de Bustamante y Sinvén~ 
Conferencias de La Haya: }::t Conferencia (1893); 2'-' Conferencia 
(1894) . 

Convención de La Haya (1896). 
Convención de La Haya (1905). 
Instituto de Derecho Internacional (Ginebra, 1874). 
Instituto de Derecho Internacional (Zurich, 1877). 
Congreso de Lima (1878). 
b) Tratados celebrados por la Argentina con otros países (bilate­
rales): con Italía, 1887 (Ley 3983 de 1901); con Brasil, 1880 (Ley 
1052 de 1880); con España, 1876; Convenio Hispano-Argentino, 
1902 (Ley 4188 de 1903); con Uruguay, 1872; con Perú, 1916 (1.ey 
10.080 de 191(j); con Paraguay, 191fi (Ley 10.081 de 1916). 

1lI. SENTENCIAS, ORDENES Y OTRAS DECISIONES 
CONCERNIENTES AL IMPUTADO 

I. Sentencia y exequatur 

a) Sentencia: e~ el modo Hlás importante de concluir el proceso, y 
puede definirse como "la declaración de voluntad del juzgado acerca 
del problema de fondo controvertido u objeto del proceso".' El fun­
damento de esta institución se halla en la necesidad de evitar el replan­
teo de los litigios, y obtener la certidumbre y seguridad jurídica. 

b) La sentencia, en cuanto producto de la jurisdicción, proviene de 
la soberanía, y por ello sus efectos jurídicos quedan circunscritos den­
tro del territorio en que la soberanía se ejerce. 

c) En la senteucia se distinguen: el contenido (aquello que emana) 
y ]a sanción (es el acto de imperio, o mandato). Como consecuencia~ 
la jurisdicción al perder su sentido exclusivo de definir el derecho. y 
el imperio, al dcjar de ser solamente un concepto de fuerza, llegan a 
coincidir con el sentido de mandato y de colición. 

d) La amplitud de tales conceptos influye en las diferentes categorías 
de eficacia de las sentencias. Es contradictoria la legislación y la juris­
prudencia de los Estados en orden al valor de la sentencia extranjera. 
De los tres efectos que pueden producir (ejecución, valor de la cosa juz­
gada y va,lor probatorio) sólo existe acuerdo en la necesidad del cxe­
quatur para la ejecución de sentencias. 

e) Sistemas de exequatur: pueden reducirse a dos grupos principales, 
según que el exequatw' se conceda por el Poder Ejecutivo o por los tri· 
bunales de justicia. 

1 Cfr. Alcalá·Zamora y Castillo, N. y Lcvene, Ricardo (h), 1'ralado de Derecho 
Procesal Penal~ Buenos Aires, Editorial Kraft, 1945, lo IlI, p. 23i. 
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ARGENTINA 27 

El pro('edimiellto CG:11L;.n es el judicial y contencioso. Si el reconocimien_ 
to se hubiera inidado por medio de comisión rogatoria. es necesario· 
que las partes interesadas citen a las otras partes, como si la instanci:l 
hubiera sido introducida de modo ordinario. 

La jurisprudencia argentina ha resuelto que las sentencias extranje­
ras son ejecutorias en la República, previo "cúmplase" de los tribunales­
competentes, dictado en juicio con audiencia de aquel contra quien ~L 
pide el cumplimiento, y del ministerio fiscal. Este criterio rige para: 

- las sentencias referentes al exequatur; 
para los que facultan a la jurisdicción ordinaria la ejecución de' 
sentencia3 extranjeras; 
para los que atribuyen a la jurisdicción federal la ejecución de 
sentencias' w1icitadas en virtud de un tratauo. 2 

() Fannas del procedimiento de exequatur 

a) La demanda presentada en forma directa ante la autoridad com­
petente para otorgarla; 

b) la vía diplomática; 
e) la carta rogatoria. 

En la Argentina, el juicio de exequatur se desarrolla ante los juzgados 
de primera instancia. Son requisitos para que proceda: a) la sentencia 
extranjera debe tener por objeto una acción persona:; !J) se eliminan 
las sentencias dictadas en rebeldía, si en el momento de la litispenden­
cia, el demandado tenía su domicilio o residencia en la Argentina; e) 
se exige que la ~ondición básica de la condena sea válida, conforme al 
Derecho Argentino; d) la sentencia extranjera debe poseer fuerza de 
COsa juzgada (en sentido material) según el Derecho Procesal extranje­
ro; e) la selttencia debe ser legalizada por las autoridades de origen, y 
autenticada por el cónsul argentino. 

La ejecución de una sentencia extranjera no puede pedirse, en el Dere­
cho Argentino, poi' simple carta rogatoria. Debe acompañarse testimo­
lIio de todos los antecedentes y sentencias y las actuaciones que eviden­
cien que ha qu,,~dado consentida por la parte contra quien se pide la 
ejecución. 

El juicio exequalur es calificado como especial, pues recae sobre el 
acto dc un Estado extranjero y porque interviene el orden público in­
ternacional. 

-- Objeto del exequatur no e) la relación sustancial litigiosa Silla lo­
grar la ejet::utabilülad de la sentencia extranjera. 

2 Fallos, t. IV, p. 260; t. 177, p. 389. 
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28 RICARDO LEVENE (hij<» y ZULMA LIDIA RUBIO 

Finalidad: determinar si a una sentencia extranjera se le puede 
reconocer el valor de cosa juzgada. 
Alcances: los tribunales argentinos no pueden revocar ni juzga.r 
la validez de la sentencia extranjera; tampoco pueden investigar 
sobre la equidad de los fallos (carecen de potestad). La sentencia 
de deliberación o reconocimiento, es extrínseca y forma1.3 

Tanto el reconocimiento como la ejecución de sentencia extranjera, 
suponen: que el contenido no vulnere el orden público internacional 
y que el proceso en el que fue conseguida no infrinja las garantlas del 
debido proceso. 

La sentencia debe reunir los requisitos de todo documento extranje­
ro: legalización y autenticación. 

El reconocimiento puede pronunciarse por cualquier autoridad nacio­
nal ante la cual se lo pide, sin necesidad de juicio especial. La ejecu­
ción, contrariamente, debe pedirse por medio del exequa/ur. 

3. Efectos de la sentencia extranjera 

a) Como acto jurídico (eficacia interna), la ley le atribuye determi­
nados efectos, que se presentan como requeridos por el órgano del cual 
emanan. Son los efectos principales de la cosa juzgada material (fuerza 
imperativa) y de la cosa juzgada procesal (inmutabilidad). 

b) Como hecho jurídico (eficacia externa): los efectos atribuidos por 
la ley a la sentencia, no tienen vinculación directa e inmediata con la 
voluntad del juez. En el plano internacional, es la posición predomi. 
nante. 

e) Como documento (eficacia probatoria): asl considerada, ofrece dos 
aspectos diferentes: el acto del juez y el documento que la contiene.' 

La eliminación del exequatur como trámite previo a la admisión de 
la eficacia de la sentencia extranjera: es la corriente indo moderno, que 
postula la aceptación automática de la sentencia extranjera. la que go­
za de eficacia cuando se la considera como medio de prueba, según opi. 
nión unánime de la doctrina y legislación vigente. Sobre la eficacia de 
la cosa juzgada e-xterna, deben distinguirse: el reconocimiento (no se 
prevé ningún procedimiento, dados ciertos requisitos), y la ejecución 
(que queda sometida al juicio de exequa/ur). 

El principio de la eficacia automática, tiene las siguientes excepcio­
nes: el orden público; el fraude a la ley, y su implicancia, relativa al 
fraude procesal. La verificación del cumplimiento de tales requisitos. 
puede estar a cargo de la autoridad competente ante la que se hace va· 
ler la cosa juzgada. 

a Fiallos, t. 62, p. 241. Jurisfrrudencia Argentina, t. 72, p. 82 Y t. 15, p. 796. 
4 ,cfr. Moretti, Raúl, "La sentencia extranjera", en Revista Jurídica La Ley, t. 15, 

p. 84 (sección doctrinal). 
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ARGENTINA 29 

Sobre los requIsitos formales de los documentos extranjeros, se exi~ 
gían la autenticación y legalización, pero en la XI Sesión de la Confe­
rencia de Derecho Internacional Privado de La Haya (5-X-1960), se 
aprobó una convención que suprime el requisito de la legalización di~ 
plomática o consular de los documentos públicos extranjeros, entre ellos, 
la sentencia (artículo 19)_' 

El Tratado de Derecho Procesal de Montevideo (1940), en su artículo 
99, establece que el exequatur no es necesario para el reconocimiento 
de una sentencia emanada de los órganos jurisdiccionales de los Estados 
signatarios. (Ver Apéndice "B".) 

La sentencia extranjera como documento, prueba que en el extranje­
ro ha sido dictada una sentencia del mismo contenido al representado 
en el documento, pero no puede impedir que los jueces argentinos de~ 
cidan la misma controversia, si no media previamente un acto de reco~ 
nacimiento del órgano competente (Suprema Corte), por el que se re­
conozca la sentencia, en cuyo caso produce efectos jurisdiccionales.6 

4. Procedimiento 

El reconocimiento y ejecución de sentencias extranjeras en materia 
penal comprende: - una parte específica relacionada con la acusación; 
- una parte económica. concerniente a las costas del proceso; - en esta 
última parte, pUEde incluirse un fallo sobre la responsabilidad civii 
emergente del delito. 

Si ni existe reglamentación expresa para las condiciones del reconoci~ 
miento, es difícil y controvertido el criterio a seguir. 

La sentencia penal propiamente dicha plantea el problema del reco­
conocimiento y la ejecución. Ello es previo al funcionamiento del prin­
cipio non bis in idem .. y debe entenderse que el reconocimiento de sen­
tencias (absolutorias o acusatorias) no suele admitirse en el Derecho 
Positivo de cada Estado, excepto si ha sido contemplado en convenio') 
especiales. 

5. Ejecución de la pena 

- Rechazando el reconocimiento de sentencias extranjeras, también 
se rechaza la ejecución de la pena (artículo 436 Código Bustamante) . 

- Cuando los tribunales extranjeros condenan a una persona )' la 
pena fue parcial o totalmente ejecutada. en una causa en la que con~ 
fonne al Derecho Argentino, los tribunales tienen jurisdicción. deben, 
si llegan a una condena, considerarla ya sufrida. Este aspecto es inde-

5 Cfr. Bc[etin del Instituto de Derecho Comparado de México, año XIV. N? 42. 
p.201. 

6 Cfr. Moretti. Raúl. op. cit.~ p. 91. 
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pendiente de la admisibilidad de la eficacia extraterritorial de la sen­
tencia extranjera. 

- Lo anterior procede en analogía a la forma de considerar los efec­
tos de la prisión preventiva. 

- Condena del acusado de indemnizar (partes patrimoniales no pe­
nales de la sentencia) : debe someterse a las reglas de reconocimiento y 
ejecución de sentencias extranjeras civiles. 

- La consideración de sentencias extranjeras penales condenatorias: 
Los jueces nacionales adoptan el principio de la territorialidad del De­
recho Penal; pero pueden tomar de las sentencias extranjeras elemen­
tos de valoración del acusado, sobre todo en ciertas categorías: reinci­
dencia, reiteración, habitualidad, etcétera. 

6. Costas: 

No se admite IJ. extraterritorialidad de la condena en costas pronun­
<:iada en una sentencia penal. 

7. Condena de los responsables civiles en delitos penales: 

Son los llamado; "procesos de adhesión". El criterio adoptado es el 
<¡ue considera el contenido o materia de la sentencia, y no el origen o 
procedencia de un tribunal civil y/o comercial. Precisamente, el carác­
ter de oficialidad del Derecho Procesal Penal ofrece mayores garantías 
que el dispositivo, propio del Derecho Privado. 

8. Idioma y requisitos de a,dmisibilidad de las sentencias: 

Rigen en esta materia: a) en el orden nacional, las disposiciones del 
Código Penal y del Código de Procedimientos Penales para la Capital 
Feueral y Territorios Nacionales; b) a su vez, dentro del orden interno 
son de aplicación los principios fijados por los Códigos de Procedimien­
tos Penales de cada provincia; e) en el orden internacional, los tratados 
<:elebrados con otros países, multilaterales o bilaterales, especialmente 
en lo que respecta a la validez de documentos extranjeros, traducción, 
autenticación, legalización, etcétera. 

9. Legalización vigente en la Argenti'na: 

- Nacional: a) Constitución Nacional: artículo 18 (1l!- parte), garan­
tías individuales. b) Código Penal de la Nación Argentina: artículos 
1; 50; 58 Y 273. c) Código Aeronáutico (Ley Nacional N9 17.285 de 
1967): artículo 199. d) Ley Nacional NQ 17.094, de 1967: artículos 1. 
2 y 3. e) Código Procesal Penal para la Capital Federal y Territorios 
Nacionales: artículos 495; 496; 23 y 25. 
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- Internacional: a) Tratados multilaterales: Tratado de Derecho Pro­
cesal Internacional de Montevideo (1889); Tratado de Derecho Penal 
Internacional de Montevideo (1889); Tratado de Derecho Procesal In­
ternacional de Montevideo (1940); Protocolo Adicional (1940); Tra­
tado de Derecho Penal Internacional de Montevideo (1940); Código 
Panamericano de Bustamante y Sirvén; Instituto de Derecho Interna­
cional (Munich, 1883). 

- Convenio sobre auxilio judicial internacional y ejecución de sen­
tencias, firmado con Italia el l-VIII-18S7, ley NQ 3983 del 5-XI-1901. 

- Convención de Bruselas del 10.V-1952 relativa a la unificación de 
reglas con respecto al artículo 4q~ artículo 29. La ratificación pertinente 
se realizó el 19-IV-196l (Referencia; Revue Critique de droit interna­
Úona[ privé, 196í, pp. GI2 Y ss.) 

IV. CITACIONES DIRIGIDAS A LOS TESTIGOS 

1. Citaciones 

a) Los testigos son terceras personas llamadas a comunicar al juez sus 
percepciones sensoriales extrajudiciales. Son personas distintas de los 
tlUj2toS principales del proceso penal.' 

b) La prueba te:;timonial comprende do~ etapas: una preparatoria, y 
otra de examen. La primera pone en contacto al testigo con el juez; ge­
neralmente, el testigo comparece ante el juez, quien recibe declaración 
a todas las personas que según crea, tengan conocimiento del delito que 
se investiga. Otra técnica es la utilizada respecto de dignatarios y ma­
gistrados: se usa la comunicación escrita, es decir, el juez libra su oficio 
al testigü y éstt.' responde mediante un iníonne (art. 270 C.P.P. Capital 
Federal) . 

Son válidas las declaraciones prestadas ante la policía en el sumario 
de prevención o cuando el juez delega en ella tales funciones. 

e) La citación ele testigos se halla contemplada en los artículos 133 y 
291 de la Ley ue forma. Aquellos que no comparezcan a la primera ci­
tación serán objeto dc una sanción pecuniaria procesal (multa), que 
será duplicada en caso de reincidencia. También podrá utilizarse la 
fllel/a pública potra que los testigos comparezcan (art. 24:3, Código Pe· 
nal) . 

Citación verbal: procede, en casos de urgencia, cuando se encuentren 
en el lugar del hecho, y si la causa es grave, hasta pueden ser detenidos. 
bajo la respomabilitlad tlel juez (arts. 282; 283; 28'1 a 288, c.P.P.). 

Testigos que no residen en el lugar donde se asiente el juzgado: se 
prevén dos soluciones: que el testigo ~e traslade ante el sumariantc, 

~ Opinión gencralil.zHb de la doctrina: Alcal:i-Z::lInora y Castillo N. y Levene R. 
(h) 01) cit., t. IlI, p. 1':l; \{;¡:uini, V., [TIlla¡lo dt: Derecho Procesal Penal, \'01. 111, 

p. lB:!; etcétera. 
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siempre que la causa y otros factores lo hagan necesario y que previa 
transmisión de oficio o exhorto, con el interrogatorio adecuado, se le 
reciba declaración por la autoridad competente del lugar en que el de­
clarante se halle. 

a) Testigos que se encuentren en el extranjero: los exhortos se diri­
girán en la forma establecida en los convenios o tratados internaciona­
les. En ausencia de ellos, se regirán por los usos internacionales (art. 
287, 29 C.P.P., Decreto del lI-X-1872, sobre salvoconductos a testigos 
que estén en el extranjero). 

2. Examen 

Las declaraciones de cada testigo se hacen en presencia del juez, del 
secretario del juzgado y del agente fiscal. No hay publicidad de las mis­
mas, según el sistema procesal adoptado por el c.P.P. de la Capital Fe­
deral. 

3. Intervención de intérpretes 

Está reglada por los artículos 293; 294; 253 del c.P.P. de la Capital 
Federal. 

4. Las "generales de la ley" 

Son las preguntas que se le formulan al testigo, después de haber pres­
tado juramento, sobre su nombre y apellido, edad, profesión, si conoce 
o no al procesado y demás partes, y si está comprendido dentro de las 
inhabilidades que lo incapaciten para declarar. Éstas le serán comuni­
cadas antes del interrogatorio. 

5. Circunstancias del interrogatorio 

-Lugar: comúnmente, se practica en el juzgado, excepto que el juez se 
traslade al lugar del hecho (reconocimiento) o delegue tal facultad me­
diante exhorto. 
-Forma: la prueba testimonial debe caracterizarse por su oralidad e in­
mediatividad. El testimonio escrito convierte a la declaración directa, 
propia del sistema oral, en indirecta. 

En cuanto a las preguntas, serán claras y precisas (art. 242, C.P.P.) 
-Tiempo: el testimonio debe tomarse inmediatamente de producido el 
hecho, para que la declaración se encuentre próxima a la causa que la 
motiva. 

6. Clases de testigos 

La ley procesal penal establece tres tipos de testigos: a) los capaces, 
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art. 307 C.P.P.; b) los incapaces, entre los que se cuentan quienes no 
pueden ser admitidos para simples indicaciones y a los efectos de la in­
dagación sumaria, arto 276 C.P. P., inc. 1-5, 14-15; c) los sospechosos, art. 
276, in. 6-13, G.P.P. 

7. Procedimiento 

Los testigos deben comparecer ante el Tribunal según los término., 
de la primera citación; de no hacerlo así incurrirán en multa, que ~e 
duplicará en caso de reincidencia. Son aplicables al respecto, los artícu­
los 133 y 291 del c.P.P., y 243 del Código Penal. 

En caso de urgencia, la citación de los testigos puede hacerse verbal­
mente, si se encuentran en el lugar del juicio. e incluso pueden ser de­
tenidos, siempre que tal detención no exceda el tiempo absolutamente 
indispensable, bajo la responsabilidad del juez. 

Los testigos que no residen en el lugar del juzgado, pueden actuar 
de dos forma.<;: a) que el testigo se traslade ante el juez sumarian te (cuan­
do la importancia de la causa lo justifique); b) también puede ocurrir 
que previo envío del exhorto u oficio. más el interrogatorio correspon­
diente, se le reciba declaración al testigo por la autoridad competente 
del lugar en que el declarante se encuentre. 

Si los testigos fuesen miembros del Poder Judicial. ministros nado­
nales, provinciales. gobernadores o vicegobernadores de provincias, el 
Presidente y el Vicepresidente de la República (miembros de los Tri. 
bunales Militares, dignidades del Clero, ministros diplomáticos y con· 
sulares generales), serán interrogados por medio de informe, lo que sig­
nifica que se les dirigirá un oficio en el cual se incluirá el interrogatorio 
(arl. 290, 29, C.P.P.) 

Las disposiciones relativas a la declaración indagatoria del procesado. 
ser<in aplicables a las declaraciones testimoniales, en los que correspon~ 
dicre. 

También las reglas sobre intervención de intérpretes comprenden. 
(liando es necesario, el examen testifical. 

8. T'alo-ración de las declaraciones 

Sed. apreciada por el juez, conforme con las reglas de la sana crítica 
(arl. 305 C.P.P.) 

El dicho 'O declaración de un testigo nD constituye plena prueba, si 
no es corroborado por otras pruebas o presunciones. En cambio, la de­
claración de dos testigos hábiles podrá ser empleada por el jaez (en 
forma facultativa) como plena prueba de lo que afirmen. 

9. El jummento 

Es necesario para que merezca fe lo que han declarado los testigos,. 
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34 RICARDO LEVENE (hijo) y ZULMA LIDIA RUBIO 

Éstos deben relatar los hechos que hayan caído directamente bajo la 
acción de sus sentidos, y expresarán también la razón de sus dichos. 

La sinceridad de la declaración, y su utilidad, serán apreciadas por el 
tribunal de acuerdo al sistema adoptado: oralidad o inmediatividad y 
escritura o mediatividad. Tiene influencia, además, la técnica del inte­
rrogatorio y el conocimiento sobre la psicología del testimonio. 

10. Legislación vigente en la Argentina 

- Nacional: a) Código Penal de la Nación Argentina, arts. 243 y 275. 
b) Código Procesal Penal para la Capital Federal y Territorios Nacio­
nales: arts. 270; 282; 283; 284; 287; 288; 291; 293; 294; 253; 242; 278; 
133; 289; 290 (29); 305. c) Decreto sobre tramitación de exhortos libra­
dos por las autoridades de la República a las del extranjero y viceversa 
(11-X-1872). 

- Internacional: a) - Tratados multilaterales 

- Código de Bustamante y Sirvén, arls. 404 y 405. 
- Instituto de Derecho Internacional, Zurich, 1877. 
- Tratado de Derecho Procesal Internacional de Montevideo de 1889 

título IIl, arto 99. 
- Tratado de Derecho Procesal Internacional de Montevideo de 1940 

título IIl, arts. II y 12. 

b) Tratados bilaterales 

- con Bélgica, del 12-VIlI-1886 - Vigencia: 30-XII-IB87, art. 14. 
- oon Italia, del 16-VI-1886 - Vigencia: 14-XI-I900, arto 13. 
- con Noruega, del 17-X-1927, arto 13. 
- con los Países Bajos, del 7-IX-1893 - Vigencia: 16-XIl-1897, arto 15. 
- con Suiza, del 21-XI-I906 - Vigencia: 6-XIl-1911, arto 15. 
- con Brasil, del 14-Il-1880 - Vigencia: ley del Congreso del 21-X-1880, 

arto 2Q. 

V. CITACIONES DIRIGIDAS A LOS PERITOS 

Los peritos son personas competentes en una ciencia, arte o cualquier 
otra actividad, que colaboran con el juez con respecto de algunos de 
los hechos que se investigan en la causa y se relacionan con su actividad 
específica. 

El perito dictamina sobre la base de sus conocimientos, a diferencia 
de los testigos, que lo hacen valiéndose de sus percepciones, y de los 
intérpretes, que actúan por designación judicial como medio de comuw 

nicación. 
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1. Procedimiento 

El perito intenrendrá por orden del juez, para conocer o apreciar algún 
hecho relacionado con la causa y cuando se precisen informaciones es­
peciales sobre alguna ciencia, arte o industria. Los peritos deben poseer 
títulos habilitantes en aquellas profesiones que estén reglamentadas; en 
caso contrario se podrá acudir a personas entendidas que carezcan de 
título (arts. 322; 323 Y 324 e.p.p.). 

Efectuado el nombramiento de peritos, se notificará inmediatamente 
a las partes, para que puedan asistir a la pericia, realsarIos y nombrar 
los propios. 

La aceptación del cargo de perito, se efectúa bajo juramento, y para 
tal efecto, serán citados como los testigos (arts. 330 y 326 c.P.P.). Pueden 
ser pasibles de las penas por falso testimonio. lo que se les hará conocer 
(arts. 275 y 276, Código Penal). 

2. Recusación de los perillOS 

Durante la etapa sumarial, los peritos podrán ser recusados por las mis­
mas causales que los jueces y como éstos podrán excusarse por iguales 
motivos. 

El juez es el que guía y dirige la pericia, para tal efecto, formulará 
con claridad las cuestiones a elucidar, fijará el plazo en que deban ex­
pedirse, y si lo estimare oportuno, asistirá a las operaciones propias de 
cada perito. También autorizará a los peritos para que examinen o asis­
tan a determinadas actuaciones o actos procesales. 

Hay además, cláusulas que contemplan las incapacidades e incompa­
tibilidades de los peritos, ya se trate de una pericia individual o cole­
giada; la obligatoriedad de aceptar y desempeñar fielmente el cargo, 
excepto graves impedimentos., la conservación y el mantenimiento de los 
objetos examinados, para que pueda repetirse la pericia, la forma de 
realización de la misma, el contenido del dictamen y demás detalles vincu­
lados con el trabajo específico (arts. 237 a 251 c.P. P.). 

El peritaje en ningún momento obliga al juez, pues su fuerza proba­
toria será valorada por el mismo. Cuando la pericia deba practicarse 
sobre cosas consumibles, 105 jueces autorizarán el empleo de la mitad 
del material, salvo que resulte insuficiente para ser analizado (art. 344 
c.P.P.). Tal medida se justifica ante la posibilidad de tener que efec· 
tuar nuevas pericias en el futuro. 

3. Legislación vigente en la Argentina 

- Nacional 

a) Código Penal de la Nación Argentina, art. 243 (2da. parte) ; 
b) Código Procesal Penal para la Capital Federal y Territorios Nacio· 
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nales, arts. 322; 323; 324; 339; 241; 246; 247; 251; 252; 342; 344; 345 Y 
346. 

- Internacional 

a) Tratados multilaterales: - Tratado de Derecho Procesal Internacio­
nal de Montevideo de 1889: Título IIl, del cumplimiento de los exhor­
tos, arto 10. 
- Tratado de Derecho Procesal Internacional de Montevideo de 1939, 

arto 12. 
- Instituto de Derecho Internacional (Zurich, 1877), arto 59. 

b) Tratados bilaterales 

- Con Suiza, del 21-XI-1906 (última parte). 
Con Italia, de 1887. Ley nacional No. 39S3 (1901), arto 29. 

- Con Brasil, del 14-II-lSS0. Ley nacional del 14-Il-lSS0, arto 29. 

VI. PRUEBA PARA TRIBUNALES EXTRANJEROS 

Dejamos aclarado, en primer lugar, que nuestras leyes y costumbres 
jurídicas no autorizaron la realización, en el territorio nacional, de actos 
probatorios por parte de personas designadas por el Estado requirente,~ 
sea cual sea la clase de prueba, de modo tal que ésta debe ser efectuada 
por el Estado requerido, en este caso, la República Argentina, que se 
guiará por lo que establecen sus propias leyes, en especial, sus códigos 
procesales, plural que empleamos pues debemos recordar la organización 
federal del país. en virtud de la cual, una declaración testimonial de un 
testigo que vive, por ejemplo, en la provincia de Córdoba, o en la de 
Mendoza, a prestarse por exhorto, deberá ajustarse a las formas y re· 
quisitos que establece el código procesal penal de la provincia en cues­
tión. Y lo mismo ocurrirá con la declaración indagatoria de un impu­
tado, con la realización de prueba documental o con la declaración de 
peritos, cabiendb señalar que si se trata de un testigo tachado, el juez 

s Por el contrario, tanto la Séptima Conferencia Internacional Americana, de Mon­
tevideo, 1933, como el tratado de extradición con el Brasil, de 1967, establecen que el 
Estado requirente podrá nombrar agentes de seguridad para haCerse cargo del indi­
viduo extraído; pero la intervención de aquéllos estará subordinada a la autoridad 
con jurisdicción en el Estado requerido (art. 13 del primero), y que el Estado re­
quirente podrá enviar al Estado requerido, previa conformidad de este último, agen­
tes debidamente autorizados, ya sea para ayudar en el reconocimiento de la identidad 
del extraído o para conducirlo al territorio del primero; pero estos agentes no po­
drán ejercer actos de autoridad en el territorio del Estado requerido y quedarán su­
bordinados a las autoridades de éste. 
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exhortado se limitará a sei'ialar la tacha, que será resuelta por el juez 
exhortan te. 

Señalemos que tanto el Tratado de Montevideo de 1889 como el de 
1940, disponen que las pruebas se admitirán según la ley a que esté su­
jeto el acto jurídico, materia del proceso, y que se exceptúa el género de 
pruebas que por su naturaleza no autorice la ley del lugar en que se 
sigue el juicio. 

Entendemos que. si el país requirente no admite un medio de prueba 
aceptado por el requerido, no puede emplearse el mismo, pero sí en el 
caso inverso, naturalmente si ese medio de prueba no es repugnante a 
nuestro orden jurídico. 

En cuanto a los documentos, se hallan sometidos al ré-¿imen legal del 
lugar donde han sido extendidos en cuanto a su forma y eficacia como 
prueba. 

En los tratados de extradición es donde se encuentran disposiciones 
referentes a la prueba, por ejemplo, en los celebrados cOn Estados Uni­
dos (art. 4); Espaüa (arts. 14 y 15); Italia (arts. 12, 13 Y 14); Holanda 
(arts. ll, 15 Y 16); Paraguay (arts. 2, 5, 15, 16 Y 17): Suiza (arts. 13, 
15, 16, Y 21); Gran Bretaña (arts. 11 y 12); Brasil (arts. I par. 2, y 4) ; 
en el Congreso Sudamericano de Derecho Internacional Privado, Mon­
tevideo 1889 (arts. 30, 31, 35 Y 36); en la Séptima Conferencia Inter­
nacional Americana, Montevideo, 1933 (arts. 4 y 5) . 

VII. EXTRADICIóN 

l. :Mediante la extradición un Estado entrega a otro, por imperio de 
una ley expresa, o tratado, una persona que es reclamada, COn el objeto 
de somettrIa a un proceso penal o al cumplimiento de una pena. 

La extradición no es solamente un acto político del Estado, sino que 
está reglada como institución de derecho, proveniente de los Tratados 
Internacionales o de las leyes que normativizan la reciprocidad. 

El fundamento de la extradición está dado por la utilidad, y por el 
interés de cada Estado en que los delitos no queden impunes. Este in­
terés de las Naciones no altera ni disminuye su soberanía, debido pre­
cisamente al carácter de reciprocidad. Dentro de la doctrina, encontra­
mos opiniones que arirman que la extradición es un acto de asistencia 
internacional que los Estados deben prestarse para la represión de los 
delitos y la aplicación de la pena (Florián). Otros sostienen que el fun~ 
damento de la institución está basado en la necesidad de realizar la de­
fensa social (Cuello Calón) . 

La extradición puede estudiarse desde diferentes perspectivas: el ré· 
gimen sustantivo es materia del Derecho Internacional y del Derecho 
Penal, y el aspecto instrumental o formal es objeto del Derecho Proce­
sal Penal. 
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2. Régimen jurídico de la extmdici6n 

La extradición se llama activa con relación al Estado que demanda 
al delincuente, y pasiva para el que lo tiene y entrega, diferencia que 
corresponde a distintos procedimientos establecidos ya sea para solicitar 
o conceder la extradicción. 

La extradición depende de una serie de condiciones referentes a las 
relaciones existentes entre los Estados; a la calidad del hecho y su puni­
bilidad; a la calidad del sujeto reclamado. 

Además de la solidaridad internacional en la lucha contra la delin­
cuencia, y de los tratados internacionales, ha alcanzado gran importancia 
el principio que determina por si mismo la entrega del delincuente aún 
sin la existencia de documentos formales de extradición, ya sea por la 
costumbre internacional, a la que algunos estados se atienen, o bien 
mediante una ley interna, como la 1612, aplicable en la Argentina, que 
procidad es un juicio político Cfr. Soler, S., Derecho Pefkll Argentino> 
plomático de la reciprocidad. 

Procedimiento 

Esta situación interna trae diferencias en la resolución práctica de la 
extradición: si hay tratado o convención, la vla diplomática (art. 12, 
ley 1612) examina externamente los recaudos, y los pasa al Poder Ju­
dicial, el cual aplica la ley que hace obligatorio el tratado (art. 648 
C.P.P.) . Si no hay tratado, el juicio acerca de la aceptación de la reci­
procidad es un juicio Político Cfr. Soler, S., Derecho Penal Argentino, 
Buenos Aires, Editorial Tea, 1951, pág. 192 Y ss.), reservado al Poder 
Ejecutivo y por su misma naturaleza, librado al Poder Judicial en su 
resolución (art. 652 e.p.p.). 

3. En el derecho argentino, es de aplicación el principio: nul/a tra­
ditio sine lege. De él derivan varias situaciones diferentes: 

a) Existencia de detenninadas relaciones entre los Estados. Presencia 
o ausencia de tratados internacionales. 

b) Condiciones relativas a la calidad del hecho, previstas en la ley o 
identidad de la norma. 

e) Condiciones relativas a la punibilidad. 
d) Lugar de la comisión dclictuosa. 
e) Calidad de la persona reclamada. 
!) Especialidad de la extradición. 

Las relaciones entre los Estados se reglan por convenciones o tratados, 
y en su defecto, por las normas de reciprocidad que han sido nonnati· 
zadas por una ley interna (Ver apéndice B). Si hay conflicto de disposi­
ciones entre un tratado y una ley interna, se aplica el primero, porque 
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la ley especial deroga a la general. Entre disposiciones enunciadas por la 
ley nacional 1612 y el c.P.P., se aplica el último, pues es posterior y 
deroga a la anterior. 

Condiciones relativas a la calidad del hecho, previstas en la ley o 
identidad de la norma: pueden contemplarse dos situaciones: a) Para 
que proceda la extradición es necesario que el heclco calificado como 
delito, esté previsto en la ley o tratado. h) Es indispensahle que el hecho 
constituya un delito común. En tal sentido, la legislación es unánime 
(art. 29, ley 1612; Trat. de Montevideo, arts. 21 y 22; C6d. de Busta­

mante y Sirvén, art. 355). Se prohíbe pues la extradición de los delitos 
políticos y comunes conexos con los delitos políticos. La calificación 
queda a cargo del Estado requerido. También se pronunció, en tal sen­
tido, la Conferencia Interamericana de 1933, art. 4Q. 

Condiciones relativas a la punibilidad: para que la extradición sea 
precedente, es necesario que la acción o pena no esté prescripta, con­
forme a la ley del país requirente. Lo admiten así: ley nacional 1612, 
artículo 3, incisos 4 y 5; C.P.P., artículo 655 (59); Tratado de Monte­
video, artículo 19; Código de Bustamante y Sirvén, artículo 359. Según 
otros tratados, es aplicable la ley del país requerido: EE. UU., artículo 
17; España, artículo 9. 

La ley argentina no admite la extradición de los condenados en re­
beldía, artículo 651 (19) C.P.P. El derecho argentino requiere que la 
sanción aplicable pertenezca a la categoría de pena, con lo cual quedan 
excluidas las medidas de seguridad: ley nacional 1612, artículo 18 (49) : 

C.P.P. artículo 055 (49); Tratado de Montevideo, artículo 21; Conven­
ción Interamericana (1933), artículo 39 (ine. h). En el Proyecto de Re­
formas de 1940, se contemplaron las medidas de seguridad en el artículo 
28. 

La penalidad como condición para la entrega del sujeto reclamado: 
se aplican las disposiciones del C.P.I'., artículo 667; Tratado de Mon­
tevideo; Tratado con EspaJia, artículo 16; Convención Interamericana 
(1933), apartado "G'; Código de Bustamante y Sirvén, artículo 378; 
ley nacional 1612, artículo 49. 

Lugar de la comisión delictuosa: la extradición se deniega si el delito 
fue cometido en el territorio de la Repúhica (ley 1612, artículo 39), 

y se suspende cuando el delincuente requerido hubiese perpetrado otro 
delito en el país de refugio, hasta que sea juzgado o bien cumpla la 
pena. Son aplicables: ley nacional 1612, artículo 70; c.P.P., artículo 
666; Tratado de Montevideo, artículo 25; Convención Interamericana 
(1933), artículo 60; Tratado con España, artículo 6; Italia, artículo 6; 

Italia, artículo 10; Bélgica, artículo 6; Gran Bretaña, artículo 6; Países 
Bajos, artículo 4; Suiza, artículo 7. 

Calidad de la persona reclamada: algunos tratados (Gran Bretaña, 
artículo 3) se reservan el derecho de negar o conceder la entrega de 
Sus propios súbditos. Más amplio es el criterio de la Convención Inter-
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americana (1933), artículo 21'; del Código de Bustamante y Sirvén, ar­
tículo 345; y del Decreto-ley 1638/56, artículo IQ. 

Reos por delitos militares y desertores: el principio predominante en 
la legislación comparada europea, es la no entrega de éstos. En Amé­
rica, existen variaciones, por ejemplo: el Proyecto de la Comisión de 
Juristas de Río de Janeiro de 1912. (Véase también Código de Busta­
mante y Sirvén, artículos 361 y 362.) 

En el derecho argentino, se aplican los artículos 990 del Código de 
Comercio, y el 195 del Código Penal. 

Especialidad de la extradición: está regida por los siguientes princi­
pios: - el sujeto extraído no puede ser juzgado sino por el delito que 
motivara la extradición. El Estado que entregó al procesado tiene de­
recho a que se requiera su consentimiento expreso cuando se pretenda 
juzgarlo por un hecho anterior a la extradición. Tal consentimiento 
se manifiesta por una nueva extradición. 

Son aplicables al respecto: Ley nacional 1612, artículo 61' (12 Y 24); 
artículo G60, c.P.P.; Tratado de Montevideo, artículo 26 (2'" parte); 
Código de Bustamante y Sirvén; y Convención Interamericana. Trata­
dos con España, artículo 98; Italia, artículo 7; Bélgica, artículo 5; Gran 
Bretaña, artículo 7; Países Bajos, artículo 6; EE. VV., artículo 8; Sui­
za, artículo 8. 

4. Derecho extradicional argentino 

Está regido principalmente por el principio de reciprocidad. En au­
sencia de tratados rigen las disposiciones del Código de Procedimientos 
y de la ley nacional NQ 1612. Ya se trate de una relación internacional 
derivada del trámite que exige un tratado, o bien por la reciprocidad 
diplomática, es previa y privativa del Poder Ejecutivo, por ser un acto 
político internacional. El Poder Ejecutivo es el que posee la facultad 
de la conducción política de las relaciones exteriores, artículo 86, inci~ 
sos 10 y 14, Constitución Nacional. 

La extradición por vía diplomática: es el procedimiento regido por 
la ley interna 1612 y por el Código de Procedimientos, artículos 648 
y 652. Tiene lugar cuando el pedido de extradición no esté contempla­
do en los tratados internacionales; en ese caso, el Poder Ejecutivo Na­
cional, con vista del Procurador General, estimará la aceptación o el 
rechazo del pedido de extradición. 

Extradición solicitada por un juez nacional: la competencia surge del 
hecho de que el juez entienda en la causa en que estuviese procesado 
el reo ausente en territorio extranjero. Entonces procederá de oficio, 
o a instancia de parte, por resolución fundada, para pedir la extradi­
ción en la oportunidad en que, por el estado del proceso y por su es­
tado, fuera procedente. El auto que acuerda o niega la extradición, es 
apelable. 
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Extradición solicitada por un juez extranjero: la competencia se de­
termina una vez que ha pasado la rogatoria por el Poder Ejecutivo, de 
ese modo, ser.Í competente al juez del domicilio de la persona recla­
mada. La etapa siguiente, es la vista al ministerio fiscal, ya que toda 
c.uestión de competencia es de orden público. Luego, por auto funda­
do, el juez competente ordenará la detención del refugiado, Dentro del 
término de 2-} horas, deberá tomarle declaración para comprobar su 
identidad, poniéndolo inmediatamente en libertad si se lo hubiera de­
tenido por error (artículos 647 y 653, c.P.P.). Cabe aclarar que la 
declaración a que se somete al detenido, no es una indagatoria, sino 
a los efectos de precisar su identidad. 

5. Derechos del detenido 

Una vez estabkcida su identidad, el detenido deberá nombrar defen­
sor en el término de tres días, bajo apercibimiento de hacerlo el juez 
(artículo 645, c.P.P.) . El juicio se reduce a lo enunciado por el artículo 

655 del c.P.P., es decir, a la identidad per.cmal, al examen de las for­
malidades extrínsecas uel documento, a que el delito pertenezca a uno 
de los enumerados en el artículo 646 (39) C.P.P., a que concurra el 
requisito de penalidad, que no esté prescrito, o bien que el auto de 
prisión o la sentencia, no hayan sido expedidos por tribunales compe­
tentes del país. La enunciación del artículo 655, e.p.p. no es taxativa; 
la Argentina se inclina a estimar "que no compete a la justicia entrar 
a analizar el fondo del asunto y pronunciarse sobre si está o no probada 
la comisión del delito o la culpabilidad del reo, materia exclusivamente 
reservada a los jueces de la causa". Así lo estableció la Corte Suprema 
de la Nación el 21 de noviembre de 1956 ("Jurisprudencia Argentina" 
1957-11, página 346). 

6. En cuanto al defensor, se le otorgarán seis días para presentar la de­
fensa, otros seis días al fiscal para pronunciarse, y se abrirá la causa a 
prueba, según las normas generales del e.p.p., siempre que se hubieran 
dem05trado los hechos (artículos 656 y 657) . 

Pasado el término y llamado a autos, el juez resolverá el incidente 
dentro del término de diez días, accediendo o denegando la extradición, 
artículo 659, c.P.!'. El fallo es apelable en relación, deducible en el 
término de cinco días ante la Cámara Federal de Apelaciones corres­
pondiente, y en última instancia, ante la Corte Suprema de la Nación. 
Ante la Corte el procedimiento es sumario y no corresponde el pedido 
de informar en derecho. 

Ona "el resuelta la cue<¡tión, pasará al Ministerio de Relaciones Ex­
teriores, dejando constancia de la medida. La resolución será transmi­
tida al gobierno rtquirente, y si se hubiera hecho lugar a la extradición, 
se entregará el reo al Poder Ejecutivo, para que lo ponga a disposición 
del .Estado extranjero. 
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7. Documentación 

El articulo 651 del e.p.p. dispone que con la nota de comunicación 
en que se solicita la extradición, sea por las autoridades del país o por 
las extranjeras, se remitirá un testimonio literal del auto que decrete 
esa diligencia, junto con los siguientes documentos: - Sentencia de la 
condenación, según la forma prescrita por la legislación respectiva, si 
fuera un condena.do, el mandato de prisión expedida por los Tribuna­
les, con designación de la fecha del crimen o del delito que la motivara. 
- Todos los datos y antecedentes necesarios que justifiquen la identi­
dad de la persona requerida. La copia de las diligencias legales apli­
cables al caso, según la legislación respectiva. 

8. Detención preventioo 

Puede ser solicitada, en caso de urgencia, por un tribunal de un Es­
tado extranjero con el cual se halle en vigencia un tratado de extradi­
ción, bajo la condición de presentar los recaudos de ley bajo un término 
perentorio (artículos 671, 676, c.P.P.). En esta circunstancia, las leyes 
obran supletoriamente de lo estipulado en los tratados, si éstos fijan 
otro procedimiento, deberá estarse a ellos (articulo 673, e.p.p., ley na­
cional NQ 1612, articulo 25) . 

9. La excarcelae,ión 

Según el articulo 674, e.p.p., procede en iguales circunstancias y con­
diciones que si el delito imputado hubiese sido cometido en la Repú­
blica. 

lO. Gastos de la extradición 

Serán por cuenta del requirente los gastos de detención y entrega. En 
cambio, son gratuitos los servicios que prestaren los empleados públicos 
del gobierno. Ello deriva de las relaciones de los estados entre sí, y de 
la reciprocidad. En caso de detención provisoria, la responsabilidad 
de la misma corresponde al Estado que la solicita, y en <aso que sea 
infundada, debe cargar con las responsabilidades civiles pertinentes. 

I I. Reextradición 

En ella concurren dos o más demandas de extradición dirigidas con· 
tra el mismo sujeto, bien sea porque ha sido extraído ya, o porque di­
versos países se interesan por infracciones diferentes. 

Son aplicables al caso: ley nacional 1612, artículos 8 al Il; e.p.p., 
articulo 668; Tratado de Montevideo, articulas 27 y 28; Código de Bus-
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tamante y Sirvén, artículos 347 al 350 Convención Interamerieana de 
1933, artículo 7. 

12. Legislación vigente en In Argentina 

- Nacional 

Además de la indicada en los párrafos anteriores, y de la que se 
transcribe en los respectivos apéndices, es de aplicación la siguiente: 

a) Constitución Nacional 
b) Código Penal de la Nación Argentina 
e) Código de Comercio (República Argentina) 
d) Ley nacional NQ 1612, del 25 de agosto de 1885, artíeul"" cita· 

dos. Texto: Anales de Legislación Argentina, volumen 1881.1888, 
página 169. 

e) Decreto-Iey 1638/56 (ratificado por ley N9 14.467 del año 1958), 
artículo IQ. 

n Código Procesal Penal para la Capital Federal y Territorios Na· 
cionales, artículos citados, y especialmente: 648,652, 655, 651, 667, 
666; 660; 647; 653; 646; 656: 657; 659: 671; 676; 673; 674; 668. 

- Internacional 

a) Tratados multilnterales 

Tratado de Derecho Penal Internacional de Montevideo de 1889, Tí. 
tulo 11, del asilo: Título 11, del régimen de la extradición: Título IV, 
del procedimiento de la extradición; Título V, de la prisión preven· 
tiva. 
Convención Interamericana suscrita en la Séptima Conferencia Inter­
nacional Americana del 26 de diciembre de 1933: Tratado Interame­
ricano de Extradición. 
Reformas al Tratado de Derecho Penal Internacional de Montevideo 
de 1889, efectuada en esa ciudad en 1939·1940. 
Código Panamericano de Bustamante y Sirvén, especialmente los ar­
tículos 340 al 343; 296 al 309 y del 310 al 313. 
Instituto de Derecho Internacional, sesión de Munich. año 1883. 
Acuerdo sobre Extradición. Congreso Boliviano, Caracas, año 1911. 
Convención Centroamericana de Extradición, Guatemala, año 1934. 
Proyecto de Convención sobre Extradición, cuarta reunión del Consejo 
Interamericano de Jurisconsultos, Santiago de Chile, año 1959. 
Convención Europea de Extradición, año 1957. 
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b) Tratados bilaterales 

Bélgica: Tratado del 12 de agosto ele 1888. Aprobado por ley NI? 
2239, del 19 de noviembre de 1887. 

Brasil: Tratado del 10 de octubre de 1933. Protocolo Adicional del 
24 de mayo de 1935. Aprobado por ley NO 17.272, del 9 de mayo de 
1967. 

&paña: Tratado del 7 de mayo de 1881. Aprobado por ley NI? 1173, 
del 6 de julio de 1882. Inclusión del delito de estafa como determi­
nante de extradición: 16 de febrero de 1935. 

Estados Unidos de Norteamérica: Tratado del 26 de septiembre de 
1896; aprobado por ley NO 3759, del 29 de diciembre de 1898. 

Gran Bretmia: Tratado del 22 de mayo de 1889. Protocolo Adicio­
nal: 12 de diciembre de 1890. Aprobado por ley NI? 3043, del 6 de di­
ciembre de 1893. 

Italia: Tratado del 16 de junio de 1886. Aprobado por ley NO 3045, 
del 14 de noviembre de 1893. 

Países Bajos: Tratado del 7 de septiempre de 1893. Aprobado por 
ley NI? 3495, del 2 de septiembre de 1897. 

Paraguay: Tratado del 6 de marzo de 1877. 
Suiza: Tratado del 21 de noviembre de 1906. Aprobado por ley NO 

8348, del 27 de septiembre de 19l1. 

VIII. EJECUCIÓN DE SENTENCIAS PENALES EXTRANJERAS 

La doctrina concuerda en que las mismas no deben afectar la jurisdic­
ción territorial ni el orden público del país. así como deben tener au­
toridad de cosa juzgada y que las partes deben haber podido ejercer 
Su defensa en juicio, así como deben reunir los requisitos formales. 

Es así como el artículo 6 del Tratado de derecho procesal de Mon­
tevideo de 1889, ratificado por el artículo 6 del Tratado de 1940, exige 
que se acompafie copia íntegra de la sentencia o del fallo arbitral, CD­

pia de las piezas que acrediten que las partes fueron citadas y copia 
auténtica del fallo en que se declara, que la sentencia o el auto tienen 
carácter de ejecutoriado o que pasaron en autoridad de cosa juzgada. 
y de las leyes en que dicho pronunciamiento se funda. Si la sentencia 
está en idioma extranjero. se necesita su traducción fidedigna y los do. 
cumentos deben ser legalizados. 

El juez apreciará de acuerdo a sus propias leyes si proviene la sen· 
tencia de un juez competente. 

El artículo 5 inciso d) de los Tratados de derecho procesal de Mon­
tevideo de 1889 y 1940 establece que la sentencia debe recaer sobre 
relaciones jurídicas que no contraríen el orden público del lugar de 
ejecución. 
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Téngase en cuenta que el artículo 50, segundo párrafo del Código 
Penal argentino, dispone que "la condena sufrida en el extranjero se 
tendrá en cuenta para la reincidencia si ha sido pronunciada por ra· 
zón de un delito que pueda, según la ley argentina, dar lugar a extra· 
cJición", robusteciéndose así la comunidad jurídica de los Estados. 

El Código de Derecho Internacional Privado de Bustamante, dispone 
en el Titulo X (Ejecución de sentencias dictadas por tribunales ex· 
tranjeros), Capítulo III (Materia penal) : 

Artículo 436. Ningím Estado contratante ejecutará las sentencia::; dictadas en uno 
de los otros en materia penal, en cuanto a las sanciones de ese orden que impon­
gan. 

Articulo 437. Poddn, sin embargo, ejecutarse dichas sentencias en lo que toca a 
la responsabilidad civil y a sus efectos sobre 10<; bienes del condenado, si han sj­
uo dictadas por juez o tribunal competente según este Código, y con audiencia 
dd interesado, y se cumplt':1 las demás condiciones COI-males y de trámite que el 
tapituJo primero de este título establece. 

Estos artículos derivan del principio según el cual las leyes y los pro­
cesos penales son de orden público y salvo lo que dispongan los trata· 
dos, no tienen efecto extraterritorial, lo mismo que las sentencias de 
procesos de igual índole, salvo que produzcan efectos civiles, que sí ten­
drán eficacia internacional. 

En los tratados de extradición firmados por la República Argentina 
se encuentran disposiciones referentes a la ejecución de las respectivas 
sentencias. 
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APÉNDICE 

A LOS CAPiTULOS J y JI 

A. ENTREGA DE DOCUMENTOS EXTRANJEROS 

Legislación vigente en la Argentina 

a) Código de Procedimientos en materia penal para la Capital Federal 
y territorios nacionales 

Art. 135.-Si el que ha de ser notificado, citado o emplazado, se halla 
ausente del lugar del juicio, pero dentro de la circunscripción del juz­
gado, la notificación O citación se hará por medio del oficio al juez o 
autoridad judicial del lugar de su residencia; mas si se hallare en ajena 
jurisdicción, se verificará por medio del correspondiente exhorto. 

Art. 136.-Cuando las notificaciones, citaciones o emplazamientos hu­
bieren de practicarse en el extranjero, se observará para ello los trámi­
tes prescritos en los tratados, si los hubiere y en su defecto, se estará 
al principio de reciprocidad o la práctica de las naciones. 

Art. 137.-Practicada la notificación, citación o emplazamiento, o he~ 
eho constar la causa que lo hubiere impedido. se unirá a los autos la 
cédula, el oficio o exhorto expedido. 

Art. 663.-Los exhortos emanados de una autoridad extranjera com~ 
peten te en materia criminal, no política, se introducirán por la vía di­
plomática y serán transmitidos a las autoridades competentes. 

Art. 664.-En caso de urgencia, podrán dirigirse directamente a las 
autoridades argentinas, quienes deberán diligenciarlos, sin demora, siem­
pre que no estuviesen en desacuerdo con las leyes de la República. 

b) DeC1'etos del PQder Ejecutivo Nacional 

- Del Il-G-1872: Resolución sobre tramitación de exhortos, artícu­
los l y 2 (Anales de Legislación Argentina, 29 J, 1852-1880, pági­
na 1.200). 

Art. l.-Que las autoridades de la República que ordenen diligencias 
judiciales que han de practicarse en el extranjero, se entiendan direc~ 
tamente con los agentes diplomáticos de la Nación, o con los cónsules, 
en los países donde no haya funcionarios de esa clase. 

17 
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Art. 2.-Que los señores 1\iIinistros extranjeros, o cónsules de las 113-

ciones que no estén representados diplomáticamente en la República, 
pueden dirigir los exhortos que hasta hoy se remiten a este :Ministerio, 
directamente a los presidentes de los tribuna~es de justicia o a los jue­
ces federales, según corresponda. 
- Del 20-V-1885: Autenticación de acto, públicos. 

(Anales de Legislación Argentina, 2Q 1881-1888, pagllla 604.) 
Art. 1.-... La autenticación de las firmas de los presidentes de los 

tribunales argentinos en los documentos que han de ser representados 
en el extranjero. se hará directamente por el "Ministerio de Relaciones 
Exteriores. 

Art. Z.- . .. Será considerada como suficiente la legalización del J\finis­
terio citado en los documentos l1elativos a actos otorgados en otro país 
y que deban hacerse valer en la República, de tal manera que se pueda 
ocurrir con ellos directamente a los tribunales superiores de la N ación 
y de las Provincias, sin que se haga necesaria la autenticación del De­
partamento de Justicia. 
- Del 24-VII-19l8: Legalización de documentos extranjeros. 

(Anales de Legislación Argentina, T? 1889-1919, pág. 1193.) 
Art. 1. Todo documento emanado o pasado por una entidad extran­

jera que·deba hacer fe en el territorio de la Repúhlica, deberá ser lega­
lizado, en primer término, por el agente consular argentino acreditado 
en la jurisdicción de la autoridad extranjera de que el documento pro­
viene o que lo ha certificado. 

Art. 2.-En el caso de falta o ausencia del agente consular argentino, el 
documento deberá ser legalizado por la legación y a falta de ésta, por 
el agente diplomático o consular de una nación amiga. 

Art. 4. La firma del agente ... que legalice el documento extranjero, 
deberá a su vez ser legalizada en la República por el Ministerio de Re­
laciones. Exteriore~ y Culto. 

Art. 5. El Ministerio de Relaciones Exteriores y Culto, así como las 
demás autoridades públicas argentinas, no legalizarán ningún documento 
extranjero que no llene las condiciones impuestas ... salvo aquellos do­
cumentos que por disposición expresa de convenios internacionales vi­
gentes estén exentos de formalidades. 

Del 30-XIl-1922: Se remite al decreto de 1872, y prescribe que cada 
exhorto indique el nombre de la persona que ha de correr con su 
diligenciamiento ante las autoridades a quienes va dirigido, como así 
también sufragar los gastos que ocasionen las diligencias, si son li­
bradas a pedido de parte. 

Exige la traducción a la lengua exhortada y, si no fuese posible, 
al francés. 

Un exhorto argentino debe llevar legalizaciones del 1Vlinisterio de 
Justicia y de la Cancillería. Teniéndolos, puede enviarse directamente 
a los agentes consulares y diplomáticos argentinos en el extranjero. 
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Se prescinde de la legalización consular con: España, convención del 
17-IX-1902; Italia (I-VIII-1887); Paraguay (21-1-1910); Perú (IO-II-
1910) Y Uruguay (7-IX-1902). 

Del 3-X-1963: Decreto 8714/63. Aprobación del Reglamento Consular 
(Resolución 169/63). Boletín Oficial del 24-XII-1963; Anales de Le­

gislación Argentina, Tomo XXIII-C, 1963, pág. 1844. 
Art. 1. Apruébase el "Reglamento Consular" anexo al presente decre­

to, cuyas disposiciones serán de cumplimiento obligatorio ... Reglamento 
Consular: Resolución 169/63. 

Son aplicables al tema, los arts. 64 y 25. 
El primero de ellos~ establece que si un documento de extraña juris­

dicción está redactado en lengua extranjera, hay que presentarlo tra­
ducido por traductor público debidamente autorizado. Por el arto 225, 
se prohíbe al cónsul argentino legalizar un documento si el mismo se 
refiere a acto contrario a la legislación argentina. 
- Decreto-Ley 8.204/1963: Registro Civil: Capítulo XI: Documentos 

rle extraña jurisdicción. (Anuario de Legislación Argentina, 1963, 
pág. 214). 

Art. 63. (última parte) ... No se registrará ningún documento que 
no se halle debidamente legalizado por autoridad competente. 

Art. 64. Si el documento a inscribirse estuviera redactado en idioma 
extranjero, deberá ser acompañado de su correspondiente traducción al 
idioma nacional, lo que deberá ser hecho por traductor público, debi. 
damente autorizado. 

e) Otras fuentes 

Código Procesal Civil y Comercial de la Nación _ Ley 17.454. (Bole­
tín Oficial de 7-XI·1967. Anales de Legislación Argentina, XVIII·c, 
pág. 2676). 

Art. 132. Comunicaciones dirigidas a autoridades judiciales extranje­
ras, o de éstas. Las comunicaciones dirigidas a autoridades judiciales 
extranjeras se harán mediante exhorto. 

Tales comunicaciones, así como las que se reciban de dichas autori. 
dades, se regirán por lo dispuesto en los tratados y acuerdos internacio­
nales y en la reglamentación de superintendencia. 
- Exhortos al extranjero. Reglamento para la Justicia Nacional. ~cor­

dada de la Corte Suprema de Justicia de la Nación del 17-XU·1952. 
Art. 38. Las comunicaciones a los agentes diplomáticos extranjeros 

acreditados en el país, se harán por oficio, dirigido al Ministerio de Re-
laciones Exteriores. Los exhortos a las autoridades extranjeras podrán 
remitirse directamente a los agentes diplomáticos argentinos o, en su 
defecto, a los cónsules acreditados en el país respectivo. 
- Acordada de la Suprema Corte de Justicia de la Provincia de Buenos 

Aires del 24-XU-I96S, arto S\'. . 
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50 RICARDO LEVENE (hijo) y ZULMA LIDIA RUBIO 

Reglamentación del arto 132 del Código Nacional: Los exhortos 
que se libren para tribunales extranjeros -salvo lo dispuesto por 
convenios o tratados internacionales- deberán llevarse a la Suprema 
Corte de Justicia para que ésta, previo examen de sus formas extrin. 
secas, los remitan al Ministerio de Relaciones Exteriores de la N a. 
ción, con autenticación de la firma del magistrado exhortante. 

B. ENTREGA DE DOCUMENTOS EXTRANJEROS 

a) Tratados multilaterales: 

- Tratado de Derecho Procesal Internacional de Montevideo (1889). 
Ratificaciones: Argentina: Ley 3192, del JI-XII-I903; Bolivia; Ley 
del 17-XI-I903; Perú: Ley del 4-XI-1889; Paraguay; Ley del 3-IX-
1889; Uruguay: Ley del 3-X-1892. 

Son de aplicación los articulas 9; 10; JI y 12, Título III, Del cum-
plimiento de los exhortos. 

Tratado de Derecho Procesal Internacional de Montevideo (1940), 
Paises signatarios: Argentina, Bolivia, Brasil, Colombia, Paraguay, 
Perú y Uruguay. Ratificaciones: Argentina: Decreto-Ley 7771, del 
27.IV-1956; Uruguay: Decreto-Ley 10272, del l2-XI- 1942. 

Son de aplicación los articulas 11; 12; 13; 14 y 15, Título III, Del 
cumplimiento de los exhortos, sentencias y fallos. 
- Código de Derecho Internacional Privado de Bustamante y Sirvéll. 

En materia de exhortos. comisiones rogatorias. diligencias judiciales 
y demás documentos, son de aplicación los artículos 388; 390; 391; 
392 Y 393. 
Conferencias de La Haya: 
Primera Conferencia (12-IX-1893): Capítulo III, disposiciones con­
cernientes a los exhortos, artículos 1 Q al 6Q. 
Segunda Conferencia (25NI-1894): artículos 19 al 69. 

- Convención de La Haya (14-XI-1896): artículos 5; 6; 7; 8; 9 Y 10. 
- Convención de La Haya de 1905: se refiere a las cartas rogatorias: 

artículos 8 al 16. 
- Instituto de Derecho Internacional (Ginebra, 1874): artículos I Q Y 

29, inciso d. 
- Instituto de Derecho Internacional (Zurich, 1877): artículos 4Q al 99. 
- Congreso de Lima de 1878: artículos 9; 10; 11 Y 12. 

b) Tratados bilaterales: 

'- Tratado con Italia, celebrado en 1887, aprobado por Ley 3983 Y VI­

gente desde el 5-XI·I901. 
Se refiere a las cartas rogatorias en general en los artículos 1; 4; 5; 6 

Y 7. En materia penal: artículo 2. 
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- Tratado con Brasil, celebrado el 14.Il.1880, aprobado por Ley 1052 
de 1880. 

rrrata de los exhortos o cartas rogatorias en los artículos 1; 4; 5; 6 Y 
7. En materia criminal: artículo 2. 
- Tratado COn España; celebrado el 28.IV.1876, sobre el diligencia. 

miento de exhortos venidos de España a la República Argentina y 
su correspondiente reciprocidad. 
Convenio Hispl1lno_Argentino, firmado en Buenos Aires el 17·IX.I902, 
sobre legalizaciones de comisiones rogatorias en materia civil y cri­
minal (R. N. 1903, T9 Il, pág. 677.) Ley 4188 - Sanción: 31·VIl. 
1903 - Promulgación: 18·VIIl·1903 - Artículo 19. 

- Acordada del Supremo Tribunal del Uruguay, del 7·VIIl.1872, sobre 
la autenticación de los exhortos que se cambien entre las dos nacio­
nes: Uruguay y Argentina, recíprocamente. 
Tratado con Perú, celebrado en 1916, aprobado por Ley 10.080 San· 
cionada en Buenos Aires el 27·IX·1916 y promulgada el 5·X·1916. 

Se refiere a las comisiones rogatorias en general: artículos 2: 3 y 4. 
En materia criminal: artículo 1. 
- Tratado con Paraguay, celebrado en 1916, aprobado por Ley JO.08 

sancionada en Buenos Aires el 27·IX.1916 y promulgada el 5·X·1916. 
Versa sobre la autenticación de las comisiones rogatorias: artículos 

2 y 3. En materia criminal: artículo L 

C. ENTREGA DE DOCUMENTOS EXTRANJEROS 

Textos de los tratados bila,terales vigentes en la Argentina 

Tratado con Italia (1887) 

Artículo L Las competentes autoridades judiciales de cada uno de 
los dos países darán ejecución a las cartas rogatorias que le fuesen 
dirigidas JX>r las del otro, tanto en m2teria civil y comercial cuanto 
en materia penal no política. 
Artículo 2. Las cartas rogatorias en materia penal podrán tener por 
objeto, la citación, juramento, interrrogatorio y deposición de testi­
gos, el examen, la copia o traducción, verificación o entrega de do­
cumentos, el secuestro o remisión de objetos y cualquier otra cosa 
que se refiera al delito por el cual se procede, al objeto de indagar 
o de esclarecer mejor la verdad de los hechos alegados por la acusa­
ción () la defensa, salvo bien entendido, los derechos de terceros que 
deben hacerse valer ante el magistrado competente. 
Artículo 4. Las cartas rogatorias serán escritas en el idioma del Es­
tado requirente y transmitidas por vía diplomática. Ellas contendrán, 
en cuanto sea posible, la indicación del do:n.icilio de las personas 
que deben citarse. 
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52 RICARDO LEVENE (hijo) y ZULMA LIDIA RUBIO 

Artículo 7 (última parte). Los. gastos ocasionados para diligenciar 
las cartas rogatorias en materia penal, no serán reembolsados, sino 
que quedarán a cargo del gobierno del país en el cual deban ser eje­
cutadas. 

Tratado con Brasil (1880) 

Articulo 1. Las competentes autoridades judiciales de cada uno de 
los dos paises darán cumplimiento a los exhortos o cartas rogatorias 
que les fueran dirigidas por las del otro, en materia tanto criminal 
como civil. 
Artículo 2. Los exhortos en materia criminal, serán limitados a cita­
ción, juramento, interrogatorio, 'Sumario de testigos, busca, examen, 
copia o traslado, verificación o remisión de documentos, y cualquier 
diligencia que importen la decisión de las causas. 
Artículo 4. Los exhortos contendrán, siempre que fuere posible, la 
indicación de las personas que hayan de ser citadas, y serán legali­
zadas por el funcionario consular establecido en el país donde fueron 
expedidos. 
Artículo 7. Los gastos serán pagados ... por las autoridades del país 
donde fuerea expedidos, si versaren sobre obligación criminal, excep· 
to cuando se tratase de examen o declaración de testigos. que en este 
caso serán de (uenta del Gobierno en cuyo país deberán ser ejecu· 
tados los exhortos. 

Tratado con España (1876) 

Referencia: notas del 24 y 28 de abril de 1876, cambiadas entre los 
plenipotenciarios español y argentino. 
Sumario de su contenido "Que por la legación se abonen cOn cargo 
de presupuesto del Ministerio de Gracia y ] usticia los gastos que se 
originen en las causas criminales seguidas de oficio o a instancia 
de parte declarada pobre. Que en los demás pleitos y causas no se dé 
curso a los exhortos si los interesados no designan antes, personas 
que abonen los gastos en la ordenación de pagos del ministerio de 
EstadO, o en el punto donde han de cumplimentarse, que en justa 
reciprocidad, no se dé curso por esta legación a exhorto ninguno de 
las autoridades argentinas sin que previamente se asegure el pago 
de los gastos que ocasione su evacuación en España del modo que se 
convenga con el gobierno de la República". 
El gobierno argentino comunicó a las autoridades del país estas rc­
soluciones, que están desde entonces en vigor. 
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Convenio Hisprmo-Argentino (1902) 

Legalizaciones 
Artículo 1. Las comisiones rogatorias en materia civil o criminal, cli~ 

rigidas por los Tribunales de la República Argentina al Reino de 
España a los de la República Argentina, y censadas por medio de los 
agentes diplomáticos, no necesitarán para hacer fe del requisito de 
la legalización de las firmas de los funcionarios que intervienen en 
su cumplimiento. 

Acordada del Supremo Tribunal del Uruguay (1872) 

Autenticación de exhortos que se cambien entre Argentina y Uru~ 
guay. Sumario: El Tribunal Supremo del Uruguay resolvió que dc~ 
ben tenerse por auténticos los exhortos que lleguen por conducto del 
ministerio respectivo, y que solamente se exige la legalización de 
los exhortos entre la República Argentina y el Uruguay, cuando son 
presentados directamente por otros jueces de la misma categoría. El 
Tribunal dis-puso que se comunicara este acuerdo a la Suprema Cor~ 
te de Justicia de la Nación Argentina y a los tribunales de justicia 
superiores de las provincia& de la misma. 

Tratado con Perú (1916) 

Artículo 1. Las comisiones rogatorias en materia civil o criminal, di~ 
rigidas por los tribunales de la República Argentina a los de la Re­
pública del Perú o por los de la República del Perú a los de la 
República Argtntina, no necesitarán de legalización de las firmas 
para hacer fe, cuando sean cursadas por intermedio de los agentes 
diplomáticos, y a falta de éstos, los consulares. 
En 1935, se celebró un Convenio Argentino-Peruano sobre tramita­
ción de exbortos, siguiendo las bases del Tratado de 1916. Fue apro­
bado por el gobierno argentino mediante el Decreto-Ley 5749;63 
(Boletín Oficial: 24-VII-1963). 
Según este Decreto-Ley, apruébase el convenio relativo a la trami~ 
tación de exhortos judiciales, suscrito con el gobierno de la Repú­
blica del Perú en Buenos Aires, el 2~VII~lg35. Autorízase al Minis~ 
terio de Relaciones Exteriores y Culto a preparar el correspondiente 
instrumento de ratificación y a efectuar su canje en la Ciudad de 
Lima. (Anuario de Legislación Argentina, 1963, p. 47). 

Tratádo con Paraguay (1916) 

Artículo L A falta ele legislación establecida en el Tratado de MOIl­

tevideo para autenticar las comisiones rogatorias en materia civil o 
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criminal que se dirijan entre .í lo. tribunales de lo. palse. contra­tantes, bastará que ella •• ean cursada. por intermedio de lo. agentes 
diplomáticos o en su defecto por los cónsules. 
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APÉNDICE 

AL CAPíTULO III 

A. (SENTENCIAS, ÓRDENES y OTRAS DECISIONES JUDICIALES 

CONCERNIENTES AL IMPUTADO) 

Legislación vigente en la Argentina 

Nacional: 

a) Constitución Nacional 

Art. 18 (la. parte). Ningún habitante de la Nación puede ser pena­
do sin juicio previo fundado en ley anterior al hecho del proceso, ni 
juzgado por comisiones especiales o sacado de los jueces designados por 
la ley antes de hecho de la causa. Nadie puede ser obligado a declarar 
contra sí mismo, ni arrrestado sino en virtud de orden escrita de auto­
ridad competente. Es inviolable la defensa en juicio de la persona y de 
los derechos. 

b) Código Penal de la Nación Argentina 

Art. I. Este Código se aplicará: 19) Por delitos cometidos o cuyos 
efectos deban producirse en el territorio de la Nación Argentino o en 
los lugares sometidos a su jurisdicción. 29) Por delitos cometidos en el 
extranjero por agentes o empleados de autoridades argentinas en desem­
peño de su cargo. 

Art. 50 (2a. parte) . La condena sufrida en el extranjero se tendrá en 
cuenta para la reincidencia si ha sido pronunciada por razón de un 
delito que pueda, según la ley argentina, dar lugar a extradición. 

Art. 58 (2a. parte) . Corresponderá al juez que haya aplicado la pena 
mayor dictar, a pedido de parte, su única sentencia sin alterar las de­
claraciones de hechos contenidas en las otras. 

Art. 273. Será reprimido con inhabilitación absoluta de uno a cuatro. 
años, el juez que se negare a juzgar so pretexto de obscuridad, insufi­
ciencia o silencio de la ley. En la misma pena incurrirá el juez que re-o 
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tarde maliciosamente la administraáón de justicia después de requerido 
por las partes y de vencidos los ténninos legales. 

e) Código Aeronáutico (Ley nacional N9 17.285 de 1967) 

Art. 199. El conlralor del espacio aéreo, aeródromos y demás lugares 
aeronáuticos en todo el territorio de la República. será ejercido por la 
autoridad aeronáutica, con excepción de la ¡>olida de seguridad y ju­
dicial que estará a cargo de las policías nacionales existentes. 

d) Ley Nacional N9 17.094 (1967) 

Esta ley se refiere a la extensión de la soberanía nacional sobre el 
mar argentino, hasta una distancia de doscientas millas marinas. 

Dispone que la soberanía se extiende al lecho del mar, al subsuelo 
de las zonas submarinas adyacentes a su territorio, hasta una profundi~ 
dad de 200 metros o más allá de este líntite, hasta donde la profun­
didad de las aguas suprayacentes permita la explotación de los recursos 
naturales (del arto 29) . 

En el arto 39, la ley establece que la libertad de navegación y aero­
navegación no queda afectada por las presentes disposiciones. 

Es decir, que esta ley tiene importancia para determinar la jurisdic­
ción y la competencia que se han de aplicar en caso de conflicto de 
leyes o COn troversias de derechos. 

e) Código Procesal Penal para la Capital Federal y Territorios 
Nacionales 

Art. 495. Los jueces dictarán sus sentencias con sujeción a las. siguien­
tes reglas: la.) Se principiará expresando el lugar y la fecha en que se 
dictare el fallo, los hechos que hubieren dado lugar a la formación de 
la causa, los nombres y apellidos de los autores particulares, si los hu­
biere; y de los procesados, consignando los sobrenombres o apodos con 
que éstos sean conocidos, su estado. nacionalidad. domicilio, oficio o 
profesión, y todas las demás circunstancias con que hubiesen figurado 
en la causa. 

2a.) Se consignarán los hechos que se consideren probados y que es­
tuviesen relacionados con el punto o los puntos que debe abrazar el 
!fallo. 

3a.) Se expresarán las conclusiones definitivas de la acusación y de 
1a defensa. 

Art. 496. La sentencia resolverá igualmente: 
19) Todas las cuestiones referentes a la responsabilidad civil que hu­

.hieren sido objeto del juicio. 
29) El pago de las costas procesales. 
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39) La calificación del carácter de la acusación, declarándola calum. 
niosa, si 10 hubiere pedido el acusado. 

Art. 23. Los jueces de Sección y los de los Territorios Nacionales ca· 
nacerán en primera instancia de las causas siguientes: 

la.) De los. delitos cometidos en alta mar, a bordo de buques nacio· 
nales o por piratas, ciudadanos o extranjeros; 

2a.) De los delitos cometidos en aguas, islas o puertos argentinos; 
3a.) De los delitos cometidos en el territorio de la Capital. 
Art. 25. La jurisdicción criminal ordinaria o del fuero común en la 

Capital de la República y Territorios Nacionales se extiende: 
19) Al conocimiento de todos los delitos comunes cometidos en su 

respectiva jurisdicción por ciudadanos o extranjeros; salvo, respecto de 
los Tribunales de la Capital, los casos. especialmente exceptuados por 
el derecho público interno o por los principios del derecho internado· 
nal. 29) Al conocimiento de los delitos ordinarios cometidos en el ex· 
tranjero en los casos determinados por las leyes. 39) Al conocimiento 
de las causas criminales por violaciones cometidas en su respectiva ju. 
risdicción, o por defraudación de las rentas fiscales o municipales, cuando 
provengan de impuestos establecidos exclusivamente para la Capital o 
Territorios Nacionales. 

B. (SENTENCIAS, ÓRDENES y OTIlAS DECISIONES JUDICIALES 

CO:"lCERNIENTES Al. IMPUTADO) 

a) Tratados multilaterales 

- Tratado de Derecho Procesal Internacional de Montevideo (1889). 
Art. 19 Este Tratado está vigente en Argentina, Bolivia, Perú, Para· 
guay, Uruguay y Colombia. 

- Tratado de Derecho Penal Internacional de Montevideo (1889), arts. 
lo.; 20.; 30.; 40.; 50 Y 60. 

- Tratado de Derecho Procesal Internacional de Montevideo (1940), 
arto IQ, vigente tn la Argentina por el Decreto-Ley 7771 (27-IV-1956). 
También rige en Uruguay (8-X-1956) y en Paraguay (19-VII-1950). 

- Protocolo Adicional (1940), arts. lo.; 20. y 30. 
- Tratado de Derecho Penal Internacional de Montevideo (1940), arts. 

lo. (se mantiene el arto lo. del Tratado de 1889); 20.; 30.; 50.; 70. 
Y 130. Vigente en Uruguay por Decreto-Ley 10272 del 12-XI-I942. 
En la Argentina, fue ratificado por Decreto-Ley 7771, del 27-IV-
1956. 
Código Panamericano de Bustamante y Sir\"én (1928), arts. 340; 341; 
342 y 343. 
Instituto de Derecho Internacional (:\Iunich, 1883). Derecho Penal 
Internacional (Recopilación de Alberic Rolín, 1919), arts. lo.; 60.; 
70.; 80.; 120.; 130.; 140. Y 150. 
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b) Tratados bilaterales 

- Con Italia, Ley No. 3983 (5-XI-1901), arto I. 
- Con España, 17-V-1881 - Vigencia: 21-X-1882, arto 11. 
- Con Gran Bretaña, 22-V-1889 - Vigencia: 25-XII-1893. 
- Convención de Bruselas de! 10-1-1952. Ratificada el 19-IV-1961. 
- Con Italia, 16-VI-1886 - Vigencia: 14-XI-1900, art_ 20. 
- Con Suecia, 27-IX-1928, arto 19. 

C. (SENTENCIAS .. ÓRDENES y OTRAS DECISIONES JUDICIALES 

CONCERNIENTES AL IMPUTADO) 

Textos de los tratados bilaterales vigentes en la Argernina 

Con España, sobre Extradición - Firmado: 7-V-1881 - Vigencia: 21-
X-1882. 

Art. 11. Para que pueda concederse la extradicción es indispensable 
la copia auténtica de la declaración de culpabilidad o de la sentencia 
condenatoria extraída de los autos, de conformidad ron las leyes del 
Estado reclamante ... 

Estas piezas serán, siempre que fuese posible, acompañadas de las 
señas características del acusado o condenado, y de una copia del texto 
de la ley aplicable ... 

Con Gran Bretaña, sobre Extradicción - Firmado: 22-V-1889 - Vi­
gencia: 25-XII-1893. 

Art. 8. (última parte) .... Si la requisitoria se relaciona con persona 
ya condenada, deberá venir acompañada de la sentencia condenatoria 
dictada contra la persona condenada por el Tribunal Competente del 
Estado que haga la requisitoria para la extradicción. __ 

Con Italia, sobre Extradición - Firmado: 16-VI-1886 - Vigencia: 14-
XI-1900. 

Art. 20.-Ambos gobiernos dictarán las disposiciones oportunas para 
obtener de sus respectivos tribunales, al menos cada seis meses, extrac­
tos o cuadros especiales de todas las sentencias condenatorias pronun. 
ciadas contra los ciudadanos del otro Estado_ Esos extractos ... conten­
drán la naturaleza del imputado, la calidad y la cantidad de la pena 
que le sea aplicable ... 

Con Suecia, sobre Extradición - Firmado: 27-IX-I928. 
Art. I9_-Los documentos presentados en los asuntos contemplados 

por la presente convención deberán ser redactados en el idioma oficial 
del Estado requerido y acompañados de una traducción auténtica al 
idioma francés . .. 

Con Ita/w, sobre diligenciamiento de exhortos - Firmado: l-VII-
1877_ Ley nacional N9 3.983, sanción: 29-V-I90l; promulgación: 5-VI-
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1901 (Texto: Anales de Legislación Argentina, tomo 1889-1919, página 
509). 

Art. l.-Apruébase la convención sobre diligenciamiento de exhortos, 
en materia civil, comercial, y penal, no política, y ejecución de senten .. 
cias ... firmada en Roma el I-VIII-1887. 
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APÉNDICE 

AL CAPITULO IV 

A. (CITACIONES DIRIGIDAS A LOS TESTIGOS) 

Legislacián vigente en la Argentina 

a) Código Penal de la Nación Argentina 

Art. 243 (H parte) .-Será reprimido con prisión de quince días a un 
mes, el que siendo legalmente citado como testigo, perito o intérprete, 
se abstuviere de comparecer o de prestar la declaración o exposición res­
pectiva. 

Art. 275.-Será reprÍlnido con prisión de uno a cinco años, el testigo, 
perito, intérprete o traductor que, bajo juramento o promesa de decir 
verdad, afirmare una falsedad o negare o callare la verdad, en todo o 
en parte, en su deposición, informe. interpretación o traducción hecha 
ante autoridad competente. 

Si el falso testimonio fuese cometido en un proceso penal en per­
juicio del inculpado, la pena será de dos a diez años de reclusión o 
prisión. 

Las penas precedentes se aumentarán en un tercio cuando el falso 
testimonio sea cometido mediante soborno. 

En todos 'los oasos se impondrá al reo, además, inhabilitación abso­
luta por doble tiempo del de la condena. 

b) Código Procesal Perwl para la Capital Federal y Territorios 
Nacionales 

Art. 270.-Si el presunto reo, al recibirle su declaración, negare su 
nombre y apellido, su nacionalidad ° domicilio, se procederá a iden­
tificar su persona por medio de testigos de conocimiento, y en su de­
fecto por los medios que parezcan oportunos. 

Art. 282.-En los casos urgentes, puede citarse verbalmente a los tes­
tigos que se hallen en el lugar del juicio y obligarlos a comparecer en 
el momento, haciéndose constar en los autos el motivo de la urgencia. 
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Art. 283.-En el caso del articulo anterior, y mediante causas graves, 
podrán ser detenidas las personas que deban declarar cuando funda­
damente se tema que no podrán ser habidas con el mismo objeto, ya 
por tratarse de sujetos desconocidos, ya de personas próximas a em­
prender viaje. En todo caso, esta detención no podrá exceder del tér­
mino que sea absolutamente indispensable para la diligencia que es su 
objeto, bajo la responsabilidad del juez. 

Art. 284.-El exhorto u oficio que se libre a las autoridades del lu­
gar en que el tesúgo resida, tendrá por objeto o la simple citación para 
que el testigo comparezca a declarar, o para que se tome la declara. 
ción por la autoridad a quien se dirija. 

Art. 287.-Cuando la declaración deba ser tomada por la autoridad 
competente en el lugar en que se halle el testigo con el exhorto u ofi­
cio deberá acompañarse el interrogatorio a cuyo tenor se practicará el 
examen. Los exhortos a tribunales extranjeros en la forma que esta. 
blezcan los tratados o a falta de éstos, los usos internacionales. 

Art. 288.-Practicada la citación o hecho constar la causa que la hu­
biere impedido, se unirá a los autos la cédula original. el diario, ex­
horto u oficio expedido. 

Art. 290.-Exceptúase de lo dispuesto en el articulo anterior: 29) El 
Presidente y el Vicepresidente de la República y los Ministros N acio­
nales, los Gobernadores y Vicegobernadores de Provincias y sus minis­
tros, y los Gobernadores de los Territorios Federales. Los miembros 
del Congreso y de las Legislaturas de Provincias, así como los del Poder 
Judicial de la Nación y de las Provincias. Los miembros de los Tribu­
nales Militares. Las dignidades del clero. Los militares del ejército de 
línea y mar, desde Goronel inclusive para arriba. 

Art. 291.-Cuando el testigo no compareciere, se le aplicará multa 
de un mil a tres mil pesos, que deberá duplicarse en caso de reinciden­
cia; sin perjuicio de hacerlo comparecer ¡x>r la fuerza pública, cuando 
se negare a declarar sin caUSa justificada. se le tendrá arrestado hasta 
que preste declaración, sin perjuicio de b responsabilidad penal en que 
incurriere. 

Cuando el sumario se encuentre en período de secreto, sólo el Agente 
Fiscal podrá asistir a las declaraciones de los testigos, sal"o en los si­
guien tes casos: 

Art. 293.-19) Cuando el testigo sea ciego, o no sepa leer ni escribir, 
en cuyo caso podrá hacerse acompañar por persona de su confianza. 
2\» Cuando ignore el idioma nacional, o sea sordomudo y no sepa dar­
se a entender por escrito, en cuyo caso estará presente un intérprete de 
idioma y de lenguaje. 

Cuando el sumario no se encuentre en periodo de secreto, también 
podrán asistir las demás partes legítimamente constituidas, a las que 
no será preciso citar. 
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Art. 294.-En el primer caso del artículo anterior, el juez nomorará 
para que acompañe al testigo, otra persona que firmará la declaración 
después que aquél la huoiere ratificado ... 

Art. 253.-Si el interrogado fuese sordomudo y supiera leer, se le ha­
rán por escrito las preguntas. Si supiere escribir contestará por escrito, 
y si no supiere ni lo uno ni lo otro, se nomorará un intérprete por cu­
yo conducto se le harán las preguntas. y se recibirán las respuestas . . ' 

Art. 242.-Las preguntas serán siempre ciaras y precisas, sin que por 
ningún concepto puedan hacérsele de un modo capcioso o sugestivo. 
Tampoco se podrá emplear con el procesado género alguno de coac­
ción o amenaza, ni promesa. 

Art. 278.-No podrán ser llamados como testigos: lQ) El cónyuge del 
acusado, aun cuando esté legalmente separado. 29) Sus ascendientes y 
y descendientes, legítimos o naturales legalmente reconocidos. 49) Sus 
afines hasta el segundo grado. 59) Los tutores y pupilos recíproca­
mente. 

Art. 133.-Las citaciones a los testigos y demás personas que sean par­
te directa en el juicio y cuya comparecencia se considere necesaria o 
conveniente para la prosecución de la causa, se practicarán por los se­
cretarios o escribanos, con las mismas formalidades establecidas para 
las notificaciones. 

Art. 289.-Toda persona debidamente citada está ooligada a concu­
rrir a prestar declaración ante el juez de la causa. 

Art. 305.-Los jueces apreciarán al resolver, según las reglas de la 
sana crítica, la fuerza probatoria de las declaraciones. 

c) Decreto sobre tramitación de exhortos librados por las autoridades 
de la República a lns del extranjero y viceversa (1l~X-1872) 

Art. l Q-Que las autoridades de la República que ordenen diligencias 
judiciales que han de practicarse en el extranjero, se entiendan direc­
tamente con los agentes diplomáticos de la N ación, o con los cónsules, 
en los países donde no haya funcionarios de esa clase. 

B. (CITACIONES DIRIGIDAS A LOS TESTIGOS) 

a) Tratados multilatemles· 

- Código de Bustamante y Sirvén, articulo 404: La capacidad de los 

* Sobre citaciones dirigidas a los testigos, la documentación internacional es muy 
escasa. Sólo se encuentran disposiciones aplicables al tema, en algunos artículos de 
los tratados de extradición, o b;en en los tratados internacionales de derecho proce· 
sal, cuando se refieren al cumplimiento de los exhortos, sentencias y fallos judiciales. 
Esta aclaración es comprensiva también del punto siguiente: citaciones dirigidas a 
los peritos. 
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testigos y su recusación dependen de la ley a que se someta la relaci6n 
de derecho objeto del juicio. El artículo 405 se refiere a la forma del 
juramento, la que se rige por la ley del juez o de! tribunal ante quien 
se preste. 

- Instituto de DeredlO Internacional de Zuridl (año 1877). Esta­
bleció en tal oportunidad que la capacidad de los testigos estaría de­
terminada por la ley del lugar donde se realizó e! hecho o acto que se 
quiere probar. salvo las excepciones que los estados contratantes crean 
conveniente sancionar en los tratados. 

- Tratado de Derecho Procesal Internacional de Montevideo (11 de 
enero de 1889). 
Ratificaciones: 

Argentina, ley 3192 del 11 de diciembre de 1894. 
Bolivia, ley del 17 de noviembre de 1903. 
Perú, ley del 4 de noviembre de 1889. 
Paraguay, ley del 3 de septiembre de 1889. 
República Oriental del Uruguay, ley del 3 de octubre de 1892. 
Adhesión: Colombia, 26 de noviembre de 1920, decreto del 12 de fe-

brero de 1921. 
Trata el tema en el título In, sobre el cumplimiento de los exhortos, 

sentencias y fallos judiciales - Artículo 99. 
- Tratado de Derecho Procesal Internacional de Montevideo (1940). 

Ratificado por el Uruguay, según decreto - ley 10202 del 12 de nO­
viembre de 1942. 

Por Argentina fue ratificado, excepto el de Derecho Penal, el 26 de 
abrí! de 1956 (Boletín Oficial del 8-V-1956) , según decreto-ley 7771/56. 

Se refiere a la citación de testigos en el título lII, sobre el cumpli­
miento de los exhortos, sentencias y fallos - Artículos II y 12. 

b) Tratados bilaterales •• 

- Bélgica: 12 de agosto de 1886 - Vigencia: 30 de noviembre de 
1887 - Artículo 14. 

- Brasí!: 14 de febrero de 1880 - Vigencia: ley del congreso del 21 
de octubre de 1897 - Artículo 15. 
Suiza: 21 de noviembre de 1900 - Vigencia: 6 de diciembre de 
1911 - Artículo 15. 

C. (CITACIONES DIRIGIDAS A LOS TESTIGOS) 

Textos de los tratados bilaterales vigentes en la Argentina 

Con Bélgica, del 12-VIlI-1886 - Vigencia: 30-XI-1887 . 

•• Los artículos cc.rrespondientes se incluyen en el Apéndice C. 
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. Art. H.-Cuando en la prosecución de una caU!la criminal no polí­
tu:a, uno de los dos gobiernos juzgara necesario el examen de testigos 
yue se encuentran en el otro Estado, se enviará un exhorto por la vía 
diplomática al .gobierno del país en donde el examen deba tener lugar, 
al cual se le dará curso en el país requerido obsen'ándose las leyes apli­
cables del caso. 

COII Italia, del 16-VI-1886 - Vigencia: 14-XI-1900. 
Are 13.-Cuando ... uno de los Estados creyese necesario la deposi. 

('ión de testigos residentes en el otro, o cualquiera otro acto de ins­
trucción judicial, se mandará con ese fin un exhorto al que se dará 
curso observándose las leyes del Estado requerido. 

Con Noruega, del 17-X-1927. 
Art. 13.-Cuando ... se juzgare necesario oír a los testigos domicilia­

dos en el territorio del otro país, se enviará por la vía diplomática, un 
exhorto, y se le dará curso en la medida autorizada por las leyes del 
país donde tenga 1 ugar la audiencia de testigos ... 

Con los Paises Bajos, del 7-IX-1893 - Vigencia: 16-XIl-1897. 
Art. I5.-Cuando ... sea necesaria la comparecencia de testigos que se 

hallan en otro Estado, será enviado un exhorto, acompañado de una 
traducción al francés, por ]a vía diplomática o consular, al gobierno 
donde tenga lugar la audición y se le dará curso en el país requerido, 
observ;índose las leyes aplicables en cada país ... 

COIl SI/iza, del 21-XI-I906 - Vigencia: 6-XII-1911. 
Art. I5.-Cuando en una causa penal sea necesario proceder al exa­

men de testigos domiciliados en el o.tro Estado, se librará a tal efecto, 
por la vía diplomática un exhorto con carácter de urgente, el que será 
despachado de acuerdo con las leyes del país ... 

COIl Brasil, del 15-1I-1880 - Vigencia: 21-X-1880 - (Se suscribió un 
protocolo el 16-IX-1912, ratificado por Argentina en diciembre de 1956). 

Art. 2.-Los exhortos en materia criminal, serán limitados a citación, 
juramento, interrogatorio, sumario de testigos ... )' cualquier diligencia 
que impurten esclarecimientos para formación de culpa. 

Este libro forma parte del acervo de la Biblioteca Jurídica Virtual del Instituto de Investigaciones Jurídicas de la UNAM 
www.juridicas.unam.mx  
http://biblio.juridicas.unam.mx

DR © Universidad Nacional Autónoma de México, 
Instituto de Investigaciones Jurídicas



APÉNDICE 

AL CAPITULO V 

A. (CITACIONF..5 DIRIGIDAS A WS PERITOS) 

Legislación vigente en la Argentina 

a) C6digo Penal de la Naci6n Argentina 

Art. 243 (2~ parte) ... En el caso del perito o intérprete, se impon· 
drá, además, al reo, inhabilitación especial de un mes a un año. 

b) Código Procesal Penal para la Capital Federal y Territorios 
Nacionales 

Art. 322.-El juez ordenará el examen policial, siempre que para co­
nocer o apreciar algún hecho o circunstancia pertinente a la causa, fue­
ren necesarios o convenientes conocimientos especiales en alguna cien­
cia, arte o industria. 

Art. 323.-Por regla general, los peritos deberán ser dos o más; pero 
bastará uno: 

19 Cuando sólo éste pueda ser habido. 
29 Cuando haya peligro en el retardo. 
39 Cuando el caso sea de poca importancia. 

Art. 324.-Los peritos ueberán tener títulos de tales en la ciencia, arte 
o industria a que pertenezca el punto sobre que ha de oírse su juicio. 
si la profesión o arte estuviera reglamentada. 

Art. 239.-Si el procesado se negase a declarar se hará constar por acta 
en el proceso, que deberá ser firmada por el juez procesado, su defen· 
sor, si concurriere, y el secretario. 

El silencio del interrogado ° su negativa a declarar, no hará presun. 
ción alguna en Su contra. 

Art. 2/11.-EI presunto delincuente sed preguntado: 

10 Por su nombre y <lpcllido, sobrenombre o apodo, si los tuviere, 
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edad, estado, profesión u oficio, patria, domicilio y residencia. 
29 En qué lugar se hallaba el dia y hora en que se cometió el delito. 
39 Si ha tenido noticia de él. 
49 Con qué personas se acompañó. 
59 Si conOCe el delincuente y sus cómplices o auxiliadores, y en caso 

afirmativo, que exprese quiénes son y si estuvo con ellos antes o 
después de perpetrarse el delito. 

6Q Si conoce el instrumento con que el delito fue cometido, o cual­
quiera otros objetos que con él tengan relación, los cuales les se­
rán mostrados al efecto. 

79 Si ha sido procesado en alguna otra ocasión; y en su caso, por qué 
causa, en qué juzgado, qué sentencia recayó y si ha cumplido la 
pena que se le impuso. 

89 Por todos los demás hechos y pormenores que puedan conducir 
a descubrir los antecedentes y causas que motivaron el delito y 
que produjeran su ejecución, como asimismo por todas las circuns~ 
tancias que haya precedido, acompañado o seguido a esa ejecu~ 
ción y que sirvan para establecer la mayor o menor gravedad del 
hecho y la mayor o menor culpabilidad del procesado. 

Art. 246.-Se permitirá al procesado manifestar cuanto tenga por con­
veniente para su descargo o para la explicación de los hechos, evacuán­
dose con urgencia las citas que hiciere y las demás diligencias que pro­
pusiere, si el juez las estimare conducentes para la comprobación de 
las manifestacione~ efectuadas. 

Art. 247.-El procesado podrá dictar por si mismo sus declaraciones. 
Si no lo hiciere, lo hará el juez, procurando, en cuanto fuere posible. 

consignar las mismas palabras de que aquél se hubiere valido. 
Art. 251.-No se harán enmiendas, raspaduras o correcciones en las 

diligencias de las declaraciones, debiendo salvarse las faltas o errores 
que se hubieren cometido, al final de la misma. 

Art. 252.-Si el interrogado no entendiese el idioma nacional, será 
examinado por intermedio de un intérprete, que prestará juramento de 
conducirse bien y fielmente en el desempeño de su cargo. 

El nombramiento del intérprete recaerá entre los que tengan títulos 
de tales, si los hubiere en el lugar en que se toma la declaración. En 
su defecto, será nombrado un perito del respectivo idioma. 

Art. 342.-El informe pericial comprenderá, si fuere posible: 

19 Una descripción de la persona o cosa que debe ser objeto del mis­
mo en el estado o del modo en que se hallare; 

29 Una relación detallada de todas las operaciones practicadas por 
los peritos y su resultado; 

39 Las conclusiones que en vista de tales datos formu~en los peritos~ 
conforme a los principios de su ciencia o arte. 
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Art. 344.-Cuando el juicio pericial recaiga sobre objetos que se con­
suman al ser analizados, los jueces no pennitirán que se verifique el 
primer análisis, sino cuando más sobre la mitad de las substancias, a no 
ser que su cantidad sea tan escasa, que los peritos no puedan emitir su 
opinión sin consumirlas todas, cuya circunstancia se hará constar en el 
acto de la diligencia, y se procederá de conformidad al artículo anterior. 

Art. 345.-Siempre que se tratara de exámenes médico-legales será lí­
cito a los peritos revisar las actuaciones prod ucidas para tomar por si 
mismos los antecedentes del caso, si creyesen no ser bastantes los datos 
suministrados para su procedimiento. La divulgación de lo que de 
ellos resultare, lwrá incurrir en la responsabilidad de los que violan los 
secretos profesionales. 

Art. 346.-La fuerza probatoria del dictamen pericial será estimada 
por el juez, teniendo en consideración la competencia de los peritos, 
la uniformidad o disconformidad de sus opiniones. los principios cien­
tíficos en que se fundan, la concordancia de su aplicación con las leyes 
de la sana lógica y las demás pruebas y elementos de convicción que 
el proceso ofrezca. 

R. (CITACIO:.lES DIRIGIDAS A LOS PERITOS) 

a) Tratados multilaterales 

Tratado de Derecho Procesal Internacional de Montevideo de 1889. 
Firmado en Montevideo el 1I·I·I889. 
Ratificaciones: Argentina, ley NQ 3192 del 1I·XII·1894. 
Bolivia: ley del I7·XI·1903. 
Perú: ley del 4·XI·1889. 
Paraguay: ley del 3·IX·1889. 
Uruguay: ley del 3·X·1892. 
Adhesión: Colombia, el 26.XI.1920, aceptándose por decreto del 12· 
1I·1921. 
Título IlI, del cumplimiento de los exhortos, artículo 10. 

- Tratado de Derecho Procesal Internacional de Montevideo de 1939. 
Firmado en Montevideo, años 1939·1940. 
Ratificaciones: Argentina, decreto.ley 7771 del 27·IV·I956. (Texto: 
Anales de Legislación Argentina, Tomo XVI.A, 1956, págína 328) . 
Uruguay: decreto· ley 10272, del 12·XI·I942. 
Rigen entre el Uruguay y la Argentina, en materia civil, comercial 

y procesal, los tratados de 1940, 
Mientras los demás países americanos no rectifiquen los tratados, ri­

gen entre la Argentina y el Uruguay el del año 1940, para las materias 
citadas; entre los mismos países y Bolivia, Paraguay. Perú y Colombia, 
continúan vigentes los tratados suscritos en el año 1889.* 

.. Véase sobre el t<:ma, "El Tratado de Derecho Procesal Internacional de Mon-
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Titulos 111, del cumplimiento de los exhortos, sentencias y fallos, aro 
tículo 12, 

Instituto de Derecho Internacional, sesión realizada en Zurich (año 
1877), artículo 59. 

b) Tratados bilaterales 

- Suiza, del 21.XI.1OO6, sobre Extradición. 
Aprobado por ley No 8348, del 27·IX.191!. 
Artículo 15 (última parte) 
Italia, del año 1887. 
Aprobó por ley N9 3983 del a.l0 190!. 
Artículo 29. 
Brasil, del ]4·II·1880. 
Aprobó por ley nacional del 14·11.1880. 
Articulo 29. 

C. (CITACIONES DIRIGIDAS A LOS PERITOS) 

Texoos de los tratados bilateralés vigentes en la Argentina 

- Con Suiza, del 21·XI·1OO6 - Vigencia: 6·XII·191!. 

_ Art. 15 (última parte). Los gobiernos respectivos renuncian a todo 
reclamo que tenga por objeto la devolución de los gastos resultantes de 
la ejecución del exhorto, a no ser que se trate de peritajes criminales, 
comerciales o médico· legales. 

Tampoco podrá tener lugar reclamo alguno por los de los actos judi. 
ciales hechos espontáneamente por los magistrados de cada país, en la 
persecución o comprobación de delitos cometidos en su territorio, por 
un extranjero que luego sea procesado en su patria. 

- Con Italia, de 1887 - Vigencia: 5-XI·1OO!' Aprobado por Ley del 
Congreso No. 3983. 

Art. 20. Las cartas rogatorias en materia penal podrán tener por ob· 
jeto ... la copia o traducción, verificación o entrega de documentos .. . 
y cualquier otra cosa que se refiera al delito por el cual se procede .. . 

- Con Brasil, del 14·11.1880 - Aprobado por Ley del Congreso del 
21·X·1880. 

Art. 20. Los exhortos en materia criminal serán limitados a citación, 
juramento, interrogatorio, sumario de testigos, busca, examen, copia o 
traslado, verificación o remisión de documentos y cualquier diligencia 
que importen esclarecimiento para formación de culpa. 

tevideo de 1940" por Werner Go1dschmidt, en Jurisprudencia Argentina, tomo IV. 
1956, página 1948 (Buenos Aires. Argentina, 1956). 
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APÉNDICE 

AL CAPíTULO VI 

Apt:NDlCE DOCUMENTAL (PRUEBA pARA TRIBUNALES EXTRANJEROS) 

Legislación internacional 

a) Tratados multilaterales 

Segundo Congreso Sudamericano de Derecho Internacional Pri. 
vado, Montevideo, 1889. 
Artículos: 30: 31; 35 Y 36. 
Séptima Conferencia Internacional Americana, Montevideo, 1933. 
Artículos: 4 y 5. 

b) Tratados bilaterales 

- Brasil 
Artículos: 1 (20. párrafo) y 4. 
España 
. Artículos: 14 y 15 
Estados Unidos de Norteamérica 
Artículo: 4. 
Gran Bretaña 
Artículos: 11 y 12 
Holanda 
Artículos: 11; 15 Y 16. 
Italia 
Artículos: 12; 13 Y 14. 
Paraguay 
Artículos: 2; 5; 15; 16 Y 1 i. 

- Suiza 
Artículos: 13; 15; 16 Y 21. 

Los artÍCulos mencionados se transcriben en los apéndices correspon­
dientes al capítulo sobre extradición. 

il 
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APÉNDICE 

AL CAPlTULO VlI 

A. (EXTRADICIÓN) 

f,egislación vigente en la Argentina 

a) Constitución .. !"lacional 

Art. 86. El Presidente de la Nación tiene las siguientes atribuciones: 
Inciso JO) Nombra y remueve a los Ministros Plenipotenciarios y En­
cargados de Negocios, con acuerdo del Senado; y por sí solo nombra y 
remueve los Ministros del despacho, los Oficiales de sus Secretarías, los 
Agentes COIlsulan.:~ y demás empleados de la Administración, cuyo nomo 
bramiento no c')té reglado de otra manera pJl' c::;ta Constitución. 

lnciso 14) Com:Juye y lirma tratados de paz, de comercio, de navega­
ción, de aliaIlLa, de límites y de neutralidad, concordatos y otras nego­
c:iaciones requeridas para el mantenimiento de huenas relaciones eDIl 

las putencias extranjeras, recibe sus ministros y admite sus cónsule.~. 

ú) Código Pena.l de la ¡'.[aóón Argentina 

Art. 195. Ser;ín repriIllido~ con prisión de un Illes a un año si el hedlO 
no import<lrc un delito m;ís severamente penado, los conductores, co· 
mandantes, capitanes, pilotos, mecánicos y dcm;is personal técnico de 
lin tren, de una aeronave o de un buque que abandonaren sus puestos 
durante sus servü ios respectivos, antes del término del viaje. 

e) Código de Comercio (República Argentina) 

Art. 990. LOi oficiales y cualesquiera otros individuos de la tripulad/m 
que después de matriculados abandonasen el buque antes de empez.:n 
el viJje, o se ausentaren antes de finalizado, pueden ser apremiados con 
prisión al cumplimiento del contrato, a reponer lo que se les hubiere 
dado adelantado y a servir un mes sin sueldo. 

Los gastos que en tales casos se hicieren, serán deducidos de los suel­
dos de los remitentes, que además responderán de los daños y perjuicios 
a que hubiere lugar. 

73 
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d) Ley nacional No. 1612, del 25-V111-1885 

Promulgada el 25·VIII·1885. 
Texto en el Diario de Sesiones de Senadores, año 1885, págs. 41 y 

205. También en Anales de Legislación Argentina, volumen 1881.1888, 
pág. 169. Artículos citados, y especialmente: 1; 2; 3; 4; 5; 6; 8; 9; 10; 
11; 12 Y 18. 

Art. 1. El Gobierno de la República Argentina podrá entregar a los 
gobiernos extranjeros, con la condición de reciprocidad a todo indivi­
duo perseguido, acusado o condenado por los tribunales de la potencia 
requirente, siempre que se trate de un crimen o delito de los que se 
indican en la presente ley. y de conformidad a las reglas en ella esta­
blecidas. 

Art. 2. Sólo se acordará la extradición cuando se invoque la per­
petración de un delito de carácter común, que según las leyes de la 
República fuese castigado con pena corporal no menor de un año de 
prisión. 

Art. 3. No se conceder~l la extradición: 

1. cuando el reclamado fuese un ciudadano argentino natural, o na~ 
turalizado antes del hecho que motiva la solicitud de extradición; 

2. cuando los delitos cometidos tuviesen un carácter político o fuesen 
conexos con delitos políticos; 

3. cuando los delitos hubiesen sido cometidos en territorio de la Re~ 
pública; 

4. cuando los delitos, aunque cometidos fuera de la República, hu· 
biesen sido perseguidos y juzgados definitivamente en ella; 

5. cuando con arreglo a las leyes argentinas o a las de la potencia 
requirente, la pena o acción para perseguir el delito que motivase 
el delito de extradición se encontrasen prescriptos. 

Art. 4. Cuando el reclamado fuera un esclavo perseguido o condenauo 
por un delito común, la extradición se concederá siempre que la na­
ción requirente se compr()[lleta a juzgarlo como un hombre libre y con­
siderándolo siempre como tal. 

Art. 5. En los casos en que con arreglo a las disposiciones de esta ley 
el gobierno de la República no deba entregar a los delincuentes solici­
tados, éstos deberán ser juzgados por los tribunales del país, aplicándo­
seles las penas establecidas por las leyes o delitos cometidos en el terri­
torio de la República. La sentencia o resolución definitiva deberá co~ 
municarse al gobierno reclamante. 

Art. 6. La extradición se concederá siempre con la condición de que 
el individuo extraído no será ni perseguido ni castigado por una in­
fracción distinta de la que hubiese motivado aquélla, a no ser que se 
tratare de otro delito sujeto a extradición y que el gobierno argentino 
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lo consintiera oportunamente, previo lo estab'ecido en los artículos 12 
y 24. Estas restricciones no tendrán lugar cuando el acusado no ha re­
gresado a la República dentro de los tres meses siguientes a su libertad, 
sea que haya permanecido en el mismo país que lo solicité> o en cual­
quier otro. 

Art. 8. Si después de obtenida por el gobierno argentino la extradi· 
ción de un extranjero, le fuese éste requerido por otro Estado, a causa 
de otro delito, no se concederá la extradición si hubiere lugar a ella, sin 
previo consentimiento del gobierno del país que lo hubiere entregado. 

Art. 9. Si se pidiese- la extradición de un extranjero por delitos co­
metidos en territorio distinto del de la potencia requirente, no se con­
cederá sino en aquellos en que por las leyes argentinas es permitida la 
persecución de infracciones cometidas fuera del territorio. 

Art. 10. Cuando dos o más naciones solicitasen la extradición de un 
misnlo individuo por delito distinto, se acordará a aquella en cuyo te­
rritorio se hubiese cometido el delito mayor, y si éstos fueran iguales, a 
la que lo hubiera solicitado primeramente. 

Art. 11. Si el individuo reclamado no fuese ciudadano del país re­
quirente y 10 reclamase también el gobierno de su nación por causa 
del mismo delito, el gobierno argentino tendrá la facultad de entregarlo 
a quien consider?se conveniente, según los antecedentes del caso. 

Art. 12. Todo pedido de extradición deberá introducirse por la vía 
diplomática acompaíiado de los siguientes documentos: 

1. La sentencia de condenación notificada según la forma prescripta 
por la legislación del país requirente, si se tratase de un conde­
nado, o en el mandato de prisión, expedido por los tribunales com­
petentes con la designación exacta y la fecha del delito que lo 
motivare, si se tratase de un procesado. Estos documentos se pre­
sentarán originales o en copia auténtica; 

2. Todos los datos y antecedentes necesarios para justificar la iden­
tidad de la persona requerida; 

3. La copia de las disposiciones legales aplicables al hecho acusado, 
según la legis~ación del país requirente. 

Art. 18. N o será permitido poner en discusión la validez intrínseca 
de los documentos producidos por el gobierno requirente, debiendo el 
juicio limitarse a los siguientes puntos: 

1. identidad de la persona; 
2. examen de las formas extrínsecas de los documentos presentados; 
3. si el delito se encuentra comprendido en los casos de esta ley; 
4. si la pena aplicada pertenece a la categoría de las penas que por 

las leyes del país requirente corresponda al crimen o delito en 
cuestión; 
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5. si el caso se enclientra comprendido en las prescripciones del ar­
tículo 3; 

6. si la sentencia o el auto de prisión, en su caso, han sido expedidos 
por los tribunales del país requirente. 

e) Decrebo-ley 1638/56 - Convención sobre extradición suscrita en Mon­
tevideo el 26-XIl-1933 (Boletín Oficial: 6-Il-1956) 

Texto: Anales de Legislación Argentina, tomo XVI-A, 1956, pág. 
136. 

Art. lo. Ratificase la convención sobre extradición suseripta por la 
delegación de la República a la Séptima Conferencia Internacional 
Americana (Montevideo, 28-XII-1933). Es\a ratificación no comprende 
la cláusula opcional anexa a la misma convención. 

Este decreto-ley fue ratificado por ley nacional No. 14.467, .ancio­
nada el 5-IX-1958 y promulgada el 23·IX-1958. Texto: Anales de Le­
gislación Argentina, tomo XVIII-A, 1958, pág. 94. 

1) Código Procesal P~nal para la Capital Federal y Territorios Nacio­
nldes 

Ley nacional No. 2372, del l7-X-188S. 
Artículos citados, y especialmente: 648; 652; 655; 651; 667; 666; 660; 

647; 653; 646; 656; 657; 659; 671; 676; 673; 674; 668. 
Art. 648. Habiendo tratados, la extradición será pedida u otorgada en 

la forma y con 1m; requisitos que aquéllos prescriban. 
A falta de tratados, la extradición será pedida u otorgada por vía 

diplomática, con arreglo al procedimiento y condiciones que s'e- estable­
cen en este Código. 

Art. 652. Cuando el pedido de extradición no se hallase autorizado 
por tratados, el Poder Ejecutivo Nacional, con vista del Procurador 
General resolverá lo que corresponda. 

Si la resolución fuese negativa, devolverá la requisició'n al Gobierno 
o Juez de que proceda, con copia del dictamen del Procurador General 
y resolución dictada. 

En caso de creerse procedente la solicitud, se dirigirá inmediatamente 
al Juez de la sección donde se encuentre el refugiado, con todos los 
antecedentes, dando aviso al Gobierno extranjero interesado. Cuando 
la extradición fuese pedida por los Jueces de la República,el Poder 
Ejecutivo Nacional dirigirá la nota que corresponde al Gobierno de la 
Nación donde se encuentre refugiado el delincuente y lo avisará al juez 
requirente. 

Art. 655. En la discusión de un pedido de extradición, no será per­
mitido poner en cuestión la validez intrínseca de los docwnentos pro-
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ducidos por, el Gobierno requirente. debiendo el juicio limitarse a los 
siguientes puntos: 

lo. Identidad de la persona. 
20. Examen de las formas extrínsecas de los documentos presentados. 
30. Si el crimen o delito se encuentra comprendido en alguno de los 

casos mencionados en el artículo 646. 
40. Si la pena aplicada pertenece a la categoría de pena que por las 

leyes del país requirente corresponda al crimen o delito en cues· 
tión. 

50. Si la acción penal o la pena respectiva están prescriptas según las 
leyes de la Nación requirente. 

60. Si la sentencia o el auto de prisión, en su caso, han sido expedi­
dos por los Tribuna~es competentes del país requirente. 

Art. 6.1)1. Con la nota o comunicación en que se solicite la extradi­
ción, y por las autoridades del país o por las extranjeras habrá de re­
mitirse un testimonio literal del auto que decrete esta diligencia y ade­
lIds los siguientes documentos: 

10. La sentencia de condenación según la forma prescripta por la 
legislación respectiva, si se tratase de un condenado, o el mandato 
de prisión expedido por Tribunales competentes con la designa­
ción exacta y la fecha del crimen o delito que la motivara, si se 
tratase de un procesado o presunto delincuente. Estos documen­
tos se enviarán originales o en copia auténtica. 

20. Todos los datos y antecedentes necesarios para justificar la iden­
tidad de la persona requerida. 

30. La copia autenticada de las disposiciones legales aplicables al he­
cho acusado, según la legislación respectiva. 

Art. 666. Si el individuo reclamado se hallase enjuiciado o condenado 
por crimen o delito cometido en la República, la extradición será arIa­
z<.Ida hasta que concluya el juicio o termine su condena. 

Arl. 667. Cuanclo el dejto que motiva la solicitud de extradición 
tenga una pena menor en la República, el enc<.lusado no será extraído 
sino a condición de que los Tribunales del país que 10 reclama le im­
pondrán la pena mayor. 

Art. 660. Ningún reo extraído podrá ser juzgado por un delito ante­
rior al que motivó la solicitud de extradición. 

Si por causa del delito anterior al hecho de la extradición, pero des­
cubierto con posterioridad, se pidiese autorización para procesar al in­
dividuo ya entregado, el pedido, que deber.á venir acompañado de las 
piezas del proceso en que consten las observaciones del individuo aeu­
..,ado o declaración firmada de no tener ninguna que hacer, será sorne-

Este libro forma parte del acervo de la Biblioteca Jurídica Virtual del Instituto de Investigaciones Jurídicas de la UNAM 
www.juridicas.unam.mx  
http://biblio.juridicas.unam.mx

DR © Universidad Nacional Autónoma de México, 
Instituto de Investigaciones Jurídicas



78 RICARDO LEVENE (hijo) y ZULMA LIDIA RUBIO 

tido al juez de sección que hubiere entendido en la demanda de extra­
dición y su resolución será apelable. 

Art. 647. Sólo el juez que conozca de la causa en que estuviere pro. 
cesado el reo ausente en territorio extranjero. será competente para 
conocer del incidente sobre extradición. 

En caso de ser ésta solicitada por un gobierno extranjero. el jUCl 

competente será el del domicilio de la persona reclamada. 
Art. 653. Pasada la solicitud de extradición al Juez que debe conocer 

de ella en la República, procederá a ordenar la detención del refugiado 
y a tomarle declaración dentro del término de 48 horas, con el fin de 
comprobar la identidad de la persona poniéndola inmediatamente en 
libertad si resultase haberse procedido contra ella por error. 

Art. 646. La extradición de delincuentes, sea que se solicite por la 
República o que se otorgue por ella a solicitud de otra nación, sólo 
procede: 

lo. En los casos que determinen los tratados existentes. 
20. A falta de tratados, en los casos en que sea procedente la extra~ 

dición, según el principio de reciprocidad O la práctica uniforme 
de las N adones. 

Art. 656. El defensor del individuo reclamado tendrá seis días para 
presentar su defensa, de la cual se concederá vista por otros seis días 
al Procurador Fiscal de la sección, quien será necesariamente parte en 
todo incidente relativo a extradición. 

Art. 657. Si hubiere necesidad de comprobar algunos hechos, se recio 
birá la causa a prueba, siguiendo respecto a ésta y sus términos lo pres~ 
cripto en este Código. 

Art. 659. Del fallo del Juez de Sección habrá derecho de apelación 
para la Corte Suprema, la cual resolverá breve y definitivamente el 
punto, previa vista del Procurador General. El proceso original se pa~ 
sará al Ministerio de Relaciones Exteriores, dejando constancia suficien~ 
te, y esta resolución se transmitirá al Gobierno requirente. 

Art. 671. En caso de urgencia, los Tribunales de la República podrán 
ordenar el arresto provisorio de Un extranjero, a solicitud directa de 
las autoridades judiciales de un país ligado con la República por tra~ 
tado de extradición, siempre que se invoque la existencia de una sen­
tencia o de una orden de prisión, y se determine con claridad la natu~ 
raleza del delito condenado o perseguido. El pedido podrá hacerse por 
medio del correo o del telégrafo debiéndose dar al mismo tiempo aviso 
por la vía diplomática al Ministro de Relaciones Exteriores. 

Los tribunales que hubieren practicado el arresto lo pondrán inme· 
diatamente en conocimiento del Ministerio de Relaciones Exteriores por 
intermedio del de Justicia. 

Art. 676. El Juez de la Sección a quien la requhitoria se dirija, con 
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los reqUISItOS establecidos en el artículo anterior, ordenará inmediata­
mente la (aptura del procesado o condenado cuya extradición se le 
pida. 

Probada la identidad de la persona, lo remitirá sin más trámite a 
disposición del Juez requirente, a cuyo efecto se procederá como queda 
estab:ecido para la extradición pedida por otra nación. 

Art. 673. El arresto provisorio de un extranjero podrá ordenarse tam­
bién a pedido de un Ministro Diplomático, hasta tanto lleguen los do· 
cumentos necesarios para presentar el pedido de extradición, y serán 
aplicables a este caso las disposiciones de los- dos artículos precedentes. 

Art. 674. Todo extranjero arrestado en virtud de un pedido de extra­
dición, podrá solicitar su libertad provisional bajo fianza, en las mismas 
condiciones que si el delito imputado hubiese sido ejecutado en la Re. 
pública. 

Art. 668. Si el criminal fuese reclamado por más de un Estado al 
mismo tiempo será atendido con preferencia aquel en cuyo territorio 
hubiese cometido el delito mayor, y siendo de igual gravedad aparente, 
el que lo hubiese reclamado primero. 

B. (EXTRADICIÓN) 

11) Tratados multilaterales 

Tratado de Derecho Penal Internacional de Montevideo de 1889. 
Título II, del asilo; Título III, del régimen de la extradición; Tí­
tulo IV, del procedimiento de la extradición; Título V, de la prisión 
preventiva. 
Artículos: 15 al 18; 19 al 29; 30 al 43; 44 al 46. 
Ratificaciones: Argentina, ley nacional No. 3192, del 1l·XU·1894. 
Bolivia: ley del 17·XI·I903. 
Perú: ley del 4·XI-1889. 
Paraguay: ley del 3·IX·1889. 
Uruguay: ley del 3-X·1892. 
Convención Interamericana suscripta en la Séptima Conferencia In­
ternacional Americana del 26 de diciembre de 1933. 
Ratificado por Decreto.ley No. 1638/56 y ley nacional No. 14.467 
(año 1958) - Texto: Anales de Legislación Argentina, tomo XVI·A· 
1956, pág. 136 - Artículo lo. 
Tratado de Derecho Penal Internacional de Montevideo de 1940, 
título 1I, capítulo 1, del régimen de la extradición; capítulo II, del 
procedimiento de la extradición; título lB, del arresto preventivo." 
Artículos: 18 al 28; 29 al 45; 46 al 53. 
Código Panamericano de llustamante y Sirvén. 

* Este Tratado de Montevideo no fue ratificado. 

IHVE~'I ,G.\CIO_II 

I""'IDICAS 
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Convención sobre Derecho Internacional Privado. Suscripto en la 
Sexta Conferencia Internacional Americana, La Habana, ]928, Libro 
tercero, título tercero, de la extradición. 
Artículos: 344 al 381; 340 al 343; 296 al 309; 310 al 313. 
Instituto de Derecho Internacional. sesión de Munich, año 1883. 
Acuerdo sobre extradición, Congreso Boliviano, año 1911. 
Suscrito el l8-VII-19ll. 
Países intervinientes: Ecuador, Bolivia, Perú, Colombia y Venezuela. 
O:mvención Centroamericana de Extradición. 
Firmada en la ciudad de Guatemala, el l2-lV-1934. 
Países intervinientes: Costa Rica, Guatemala, Honduras, Nicaragua 
y el Salvador. 
Proyecto de Convención sobre Extradición. 
Resolución IV de la Cuarta Reunión del Consejo Interamericano de 
.Jurisconsultos, Santiago de Chile 7-X-1959. 

- Convención europea de extradición, afío 195 i. 

b) Tratados bilatemles 

Bélgica: Firmado en Bruselas el l2-VIlI-1886. 
Aprohado por ley nacional No. 2239, del 19-XI-1887. 
Texto: Anales de Legislación Argentina, volumen 1889-1919, pág. 
263. 
Artículos: 2, 10; 11 (la. parte); 12. 
Brasil: Firmado en Buenos Aires el 15-XI-1961. 
Aprobado por ley No. 17.272, sancionada y promulgada el 9-V-I'J67 
y publicada el l6-V-1967. 
Artículos: 1; II; IV y V. 

- España: Firmado en Buenos Aires el 7-V-18B!. 
Aprobado por ley No. 1173, del 6-Vn'1882. 
Texto: Anales de Legislación Argentina, volumen 1881-1888, pág. 65. 
Artículos: 1; 2; 8; 11. 
Estados Unidos de Norteamérica: Firmado en Buenos Aires el 26-
IX-1896. 
Aprobado por ley No. 3759, del 29-XIl-1898. 
Texto: Anales de Legislación Argentina, volumen 1 889-U}]9, p,íg. 
459. 
Artículos: 1; 2; 4 (la. parte) ; 6 (la. parte). 
Gran Bretaña: Finnado en Buenos Aires el 22-V-188!J· 
Aprobado por ley No. 3043, del 6-XIl-1893. 
Texto: Anales de Legislación Argentina, volumen 1889-1919, pág. 
373. 
Artículos: 2; 3; 6 Y 8 . 

• Este convenio rige también con Paldstán. 
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Italia: Firmado en Roma el 16-VI-1886_ 
Aprobado por ley No_ 3035 del I4-XI-1893_ 

81 

Texto: Anales de Legislación Argentina, volumen 1889-1919, pág. 263. 
Articulos: 6; 7 (Ia_ parte); 10 (la. parte) y 12. 
Paises Bajos: Firmado en Buenos Aires el 7-IX-1893. 
Aprohado por ley No. 3495 del 2-IX-1897. 
Texto: Anales ele Legislación Argentina, volumen 1889-1919. 
Artículos: 2; 3 (lo. y 20.) Y 11. 
Paragllay: Firmado en Asunción el 6-IIl-1877. 
Articulos: 4; 5 (la. parte); 8 (Ia_ parte) y 13 (la. parte). 
Suiza: Fil1nado en Buenos Aires el 21-XI-I906. 
Aprobado por ley No. 8348 del 27-IX-1911. 
Texto: Anales de Legislación Argentina, volumen 1889-1919,. pág. 
373. 
Articulos: 2; 3 (lo., 20. Y 30.); 13 Y 21. 

C. (EXTRADICIÓN) 

Textos de los tratados bilaterales vigentes en la Argentina 

- Bf;LGICA 

Art. 2. Los crímenes y delitos que autorizan la extradición son los- si­
guientes: 

10. Asesinato. 
20. Homicidio, a no ser que se hubiese cometido en legitima defen-

sa, imprudencia. 
30. Parricidio. 
40. J nfanticidio. 
50. Envenenamiento. 
60. Bigamia. 
70. Rapto o substracción de menores. 
80. Violación u otros atentados al pudor cometidos con violencia. 
90. Aborto voluntario. substracción. encubrimiento, supresión o sus­

titución de niños. 
100. Incendio voluntario. 
110. Daiios ocasionados voluntariamente a los aparatos telegráficos. 

Trabas a la circulación de los ferrocarriles con peligro para 1a 
vida de viajeros. 

120. Asociación de malhechores. 
130. Robo con circunstancias agravantes. y particularmente el co­

metido con violencia a las personas y a las propiedades. 
140. Robo con efracción en los caminos públicos. 
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82 RICARDO LEVENE (hijo) y ZULMA LIDIA RUBIO 

150. Falsificación y alteración de monedas y papeles de crédito legal. 
Emisión o circulación o alteración de sellos de corrco y estam· 
pillas, cuños o seIlos del Estado y de las oficinas públicas y do. 
cumentos o instrumentos falsificados a dichos objetos. 

160. Falsificación de escritura púbÍíca o privada, de las letras o tí. 
tulos ue comercio y uso de estos documentos. 

170. Peculado o malversación de caudales públicos, concusión come­
tida por funcionarios públicos o depositarios, siempre que dé 
lugar a pena corporal según la legislación de ambos países. 

180. Quiebra fraudulenta. 
190. Baratería y piratería, en los caSOs en que sean castigados con pe­

na corporal según la legislación de ambos países. 
200. Insurrección del equipaje o pasajeros cuando sus autores se apo. 

deren del buque por fraude o violencia, o lo entreguen a pira­
tas. 

210. Estafa. 
220. Abuso de confianza y substracción fraudulenta de caudales, bie­

nes, documentos y de toda clase de títulos de propiedad pública 
por las personas a cuya guarda estuviesen confiados, o que fue­
sen socios o empleados en el establecimiento en que el hecho 
se hubiese cometido. 

230. Falso testimonio, soborno de tesligos o juramento falso en ma­
teria civil o criminal. 

240. Atentado sin violencia contra el pudor cometido en niños de 
uno y otro sexo menores de catorce años. 

250. Corrupción de funcionarios públicos. 
260. Secuestro ilegal de personas. 
270. Lesiones voluntarias que causen la muerte sin intención de darla, 

o de las que resulte mutilación grave y permanente de algún 
miembro u órgano del cuerpo. 

280. Encubrimiento de objetos provenientes de cualquiera de los crí­
menes o delitos enumerados en el presente artículo. 

Queda comprendida en las precedentes calificaciones, la tentativa 
cuando ésta sea punible en virtud de 'la ley de los países contratantes. 

La extradición se acordará en los delitos arriba enumerados cuando 
los hechos incriminados fuesen castigados con pena corporal no menor 
de un año de prisión. 

Art. 1O.-EI pedido de extradición deberá hacerse siempre por la vía 
diplomática. 

Debe acompa!;arse el original o copia auténtica del mandato de pri. 
sión o de cualquier otro acto que tenga la misma fuerza o de la sen­
tencia de condenación expedida por la autoridad competente en la for­
ma prescrita en el país' que recláme la extradición. Estos documentos 
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deberán indicar la naturaleza de la infracción y el texto de la ley 
penal que le es aplicable. 

L1 filiación del acusado o condenado así como todos los informe:; 
que conduzcan al descubrimiento de su paradero y a establecer su iden­
tidad deberán igualmente ser acompañados, siempre que fuere posible. 

Art. 1I.- (la parte) - El extranjero perseguido o condenado por 
cualquiera de los delitos comprendidos en el artículo 2Q podrá ser de­
tenido provisoriamente en la forma prescrita por la legislación del país 
requerido, mediante aviso que se transmitirá por el correo o telégrafo 
emanado de la autoridad competente del país que haga la reclamación. 
y anunciando el envío por la vía diplomática de un mandato de pri­
sión. 

Art. 12.-Se estipula formalmente que el tránsito al través del territo­
rio de una de las partes contratantes de un individuo que no sea ciuda­
dano del país del tránsito, será acordado por la simple producción por 
la vía diplomática del mandato de prisión o de la sentencia de conde­
nación siempre que no se trate de delitos políticos o de hechos conexos 
con ellos, sino de los enumerados en el artículo 2Q de esta Convención. 

BRASIL 

Art. l.-Las AlLas ParLes Contratantes se comprometen a la entrega 
recíproca, en las condiciones establecidas por el presente tratado y de 
conformidad con las formalidades legales en vigor en el Estado reque­
rido de los individuos que, procesados o condenados por las autorida­
des judiciales de una de ellas, se encuentran en el territorio de la otra. 

Par. l.-Sin embargo, cuando el individuo en cuestión fuere nacional 
del Estado requerido, éste no estará obligado a entregarlo. En ese caso, 
al no ser concedida su extradición, el individuo será procesado y juz­
gado, en el Estado requerido, por el hecho que determinara el pedido 
de extradición salvo que ese hecho no fuera punible por las leyes de 
ese Estado. 

Par. 2.-En el caso precitado el gobierno requirente deberá propor­
cionar los elementos de prueba para el procedimiento y juicio del in­
culpado comprometiéndose el otro gobierno a comunicarle la sentencia 
o fallo definitivo sobre la causa. 

Par. 3.-La condiciún de nacional será determinada por la legislación 
del Estado requerido. 

Art. H.-Son causa de extradición las infracciones que la ley del Es­
tado requerido pone con dos años o más de prisión incluyéndose no 
sólo la calidad de autor y ca-autor, sino también la tentativa y la com­
plicidad. 

Par. único.-En caso de condena en rebeldía, se podrá conceder la 
extradición mediante promesa hecha, por el Estado requirente, de re­
abrir el juicio a los fines de la defensa del condenado. 
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Art. III.-No se conceded. la extradición: 
a) cuando el Estado requerido fuera competente, según sus leyes, p~­

ra juzgar el delito; 
b) cuando, ya hubiere sido juzgado o s;c estuviese juzgando al delin­

cuente. por el mismo hecho en el Estado requerido, o hubiese sido am­
nistiado o indultado en el Estado requirente o requerido; 

e) cuando la a(ción o la pena ya estuviera prescrita de acuerdo con 
las leyes del Estado requirente o requerido; 

d) cuando la persona reclamada hubiera comparecido en el Estado 
requirente ante un tribunal o juzgado de excepción; 

e) cuando la infracción por la cual se solicita la extradición fuera 
de naturaleza puramente militar o religiosa o constituyera un delito 
político o hecho conexo; sin embargo, no será considerado delito po­
lítico- ni hecho conexo al mismo, el atentado contra la persona del Jefe 
del Estado extranjero o contra miembros de su familia, si tal atentado 
constituyera delito de homicidio, aunque no hubiera sido consumado 
por causa independiente a la voluntad de quien tratara de ejecutado. 

Par. l.-La apreciación del carácter del delito corresponderá exclusi­
vamente a las autoridades del Estado requerido. 

Par. 2.-La alegación del fin o motivo político no impedirá la extra· 
dición si el hecho constituyera principalmente una infracción a la Ley 
penal común. 

Par. 3.-En este caso la concesión de la extradición quedará condicio­
nada a la promesa, hecha por el Estado requirente de que el fin o mo· 
tivo político no contribuirá a la agravación de la pena. 

Par. 4.-A los efectos del presente Tratado se considerarán delitos pu­
ramente militares las infracciones penales que involucren actos o he­
chos extraños al derechó penal común y que deriven únicamente d~ 
una legislación especial aplicable a los militares y tendiente al man­
tenimiento del orden y la disciplina en las fuerzas armadas. 

Art. IV.-El pedido de extradición se hará por vía diplomática, o por 
excepción a falta de agente diplomático, directamente, es decir, de go­
bierno a gobierno. La extradición será concedida mediante presenta­
ción de los documentos siguientes, debidamente traducidos: 

a) cuando se tratara de un individuo simplemente procesado: origi­
nal o copia certificada conforme de la orden de prisión o' del auto de 
procedimiento en lo criminal equivalente, emanado de la autoridad 
extranjera competente; 

b) cuando se tratara de personas condenadas: original o copia cer­
tificada conforme de la sentencia condenatoria. 

Par. l.-Dichos documentos deberán contener la indicación precisa 
del hecho incriminado, del lugar y fecha en que el mismo fue come· 
tido e ir acompañados de una copia de los textos de ley aplicables al 
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panicular, así como de datos o ant.ecedentes necesarios para la com­
probación de la identidad del individuo reclamado. 

Par. 2.~La presentación del pedido de extradición por vía diplom¡i­
tica con<¡tituirú una prueba suficiente de la autenticidad de los docu­
mel1tos presentado~ a dicho fin, que serán de esta manera considerados 
como legalizados. 

Art. V.~Se facilitará al individuo cuya extradición haya sido solici­
tada por uno de los Estados contratantes al otro, el uso de todos los 
recursos e instancias permitidos por la legislación del Estado requerido. 
El reclamado deberá ser asistido por un defensor y en caso necesario, 
por un in térpretc. 

lC~PAÑA 

Art. l<!-EI Gobierno de la República Argentina y el Gobierno de Es· 
paña se comprometen por el presente Tratado a la recíproca entrega 
de los individuos refugiados de uno de los dos países en el otro, que 
fuesen condenados o acusados por los Tribunales competentes como 
autores ° cómplices de los crímenes enunciados en el Artículo siguiente: 

Art. 29-Los crímenes que autorizan la extradición son: 

19 - Asesinato. 
2g - Homicidio (a no ser que se hubiese 

pia o po,r imprudencia). 
Lometido en defensa pro-

49 
59 

79 
89 
99 -

l09 -
ll<! -

ParricidiCi. 
Infanticidio. 
Envenenamiento y las tentativas de los crímenes comprendidos 
en los incisos anteriores. 
Violación, aborto voluntario. 
Bigamia. 
Rapto. 
Atentado con violencia contra el pudor. 
Ocultación y sustracción de menores. 
Incendio voluntario. 

129 - Lesiones hechas voluntariamente en que hubiese o de las que 
resU'ltare inhabilitación de servicio, deformidad, mutilación o 
destruccicín de algún miembro u órgano, o la muerte, sln 1Il· 

tención de darla. 
139 - Daños ocasionados voluntariamente a los ferrocarriles y telé. 

grafos y de que resulten traoas a la marcha regular de ellos, 
o peligro para la vida de los pasajeros. 

po _ Asociaciól1 de malhechores. 
15t? - Robo y particlIlarmente con violencia a las personas o a las 

cosas. 
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169 Falsificación, alteración, introducción y emisión fraudulenta 
de moneda y papeles de crédito con curso legal; fabricación, 
importación, venta y uso de instrumentos destinados a hacer 
moneda falsa, pó,Jizas o cualesquiera títulos de la deuda pú­
blica; billetes de Banco o cualesquiera papeles de los que cir­
culan como si fuese moneda; falsificación de sellos de correo, 
estampillas, timbres, cuños y cualesquiera otros sellos del Es­
tado o de las Oficinas Públicas, aun en el caso de que el 
crimen haya sido cometido fuera del Estado que pide la ex­
tradición; uso, importación y venta de estos objetos. 

179 - Falsificación de escrituras públicas, letras de cambio, y otros 
títulos de comercio, y el uso de estos papeles falsificados. 

189 - Peculado o malversación de caudales públicos; concusión co­
metida por funcionarios públicos; sustracción fraudulenta de 
los fondos, dinero o papeles pertenecientes a una compañía 
O sociedad industrial o comercial, u otra corporación, por per­
sona empleada por ella, siempre que esté legalmente estable­
cida dicha compaliía o corporación, pero sólo en el caso que 
estos delitos merecieren pena corporis aflictiva, atendida la 
legislación del país en que se hubiere cometido. 

199 - Falso testimonio en materia civil o criminal. 
201' - Quiebra fraudulenta. 
219 - Baratería siempre que los hechos que la constituyen, y la le­

gislación del país a que perteneciera la nave, haga responsa­
ble a sus autores de pena corporis aflictiva. 

22? - Insurrección del equipaje o tripulación de un buque cuando 
los individuos que componen dicha tripulación o equipaje se 
hubiesen apoderado de la embarcación o la hubiesen entrega­
do a piratas. 

Art. 8Q-EI individuo entregado en virtud del presente Tratado no 
podrá ser procesado por ningún crimen anterior distinto del que haya 
motivado la extradición, excepto en los casos siguientes: 

}9 - Si, en consecuencia de los debates judiciales y un examen más 
profundo de las circunstancias del crimen, los Tribunales lo 
clasifican en alguna de las otras categorías indicadas en el 
Artículo segundo. 
El Gobierno del Estado a quien el reo ha sido entregado co­
municará el hecho al otro Gobierno y dará los informes pre­
cisos para el conocimiento exacto del procedimiento por el 
cual los Tribunales hubiesen llegado a aquel resultado. 

2Q - Si, después de castigado, absuelto o perdonado del crimen, es~ 
pecificado en la demanda de extradición, permaneciera en el 
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país hasta el plazo de tres meses, contados desde la fecha de 
la sentencia de absolución pasada en autoridad ue cosa juz­
gada, o del día en que haya sido puesto en libertad en con­
secuencia de haber cumplido la pena u obtenido SU perdón. 

3Q - Si regresase posteriormente al territorio del Estado reclamante. 

Art. 11.-La extradición se verificará en virtud de reclamación pre­
sentada por la vía Dip!omátíca o Consular. 

Para que pueda concederse la extradición es indispensable la presen­
tación de copia auténtica de la declaración de culpabilidad o de la 
sentencia condenatoria extraída de los autos, de conformidad con las 
leyes del Estado reclamante o de un mandato de prisión expedido por 
autoridad competente y con las formalidades prescritas por las leyes de 
dicho Estauo. 

Estas piezas serán, siempre que fuese posible, acompaI1adas de las se­
fías características del acusado o condenado y de una copia del texto 
de la ley aplicable al hecho criminal que le es imputado. 

Inclusión del uelito de estafa, entre los enumerados ¡x>r el artículo 
11 del vigente Convenio, como determinante de extradición. Firmado 
en Madrid el 17·]]·1935. Vigencia: 15·III·1935. 

ESTADOS UNIDOS DE NORTEAMÉRICA 

Art. 19-EI Gobierno de la República Argentina, y el Gobierno de los 
Estados Unidos de América convienen mutuamente en la entrega de 
las personas que. hallándose acusadas o convictas de haber cometido en 
el territorio de una de las altas partes contratantes, cualquiera de los 
crímenes o delitos que se especifican en el artículo siguiente, se refu­
giasen o fuesen encontradas en el territorio de la otra. 

1.'..5to sólo tenur.i lugar ('uando la evidencia de la criminalidad sea 
tal, que, según las leyes del país donde se encuentre la persona fugitiva 
o acusada, justificara legalmente su detención o sometimiento a juicio 
si en él hubiera cometido el crimen o delito. 

Art. 2.-La extradición se concederá por los siguientes crímenes o de­
litos: 

}9 Homicidio (comprendidos el asesinato, el parricidio, envene­
namiento, infanticidio, homicidio voluntario), o la tentativil 
de cometer cualquiera de estos crímenes. 

29 - lncendio. 
39 - Robo, violación de casas o negocios, con fractura; robo COIl' 

violencia o intimidación, hurto, por un valor de 200 dólares, 
o más. 

49 - Falsificación de papeles, o circulación de papeles falsos, falsi-. 
fit'ación de actas oficiales de gobiernos, de las autoridades. 
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públicas o de tribunales de justicia, o circulación de lo falsi­
ficado. 

S/) - Adulteración o falsificación de moneda, ya sea metálica o de 
papel o de títulos de alguna deuda nacional de Estado o Pro­
vincia o Municipal, o de cupones de ella, o de billetes de Ban­
co, o la emisión o circulación de éstos, imitación, falsificación 
o alteración de sellos de Estado. 

6Q - Peculado de caudales públicos, cometido dentro de la juris. 
dicción de cualquiera de las. altas partes contratantes, por fun­
cionarios públiws o depositarios, malversación cometida por 
una o más personas. jornaleros o asalariados, en perjuicio de 
sus patrones o principales, cuando en cualquiera de estos ca­
sos la malversación exceda de 200 dólares. 

7Q - Fraude o abuso de confianza cometido por un depositario, 
banquero, agente, comisionado. fideicomisario, director, miem­
bro o empleado público de cualquier compañía, siempre que sea 
punible por las leyes de ambas partes contratantes y que la 
cantidad de dinero o el valor de la propiedad falsamente apro­
piada no sea menor de 200 dólares. 

89 - Perjurio o soborno para conseguirlo. 
99 - Estupro, rapto, robo y secuestro de una persona y substracción 

de nifíos. 
10Q - Cualquier acto hecho con intención criminal y que tenga por 

objeto poner en peligro la seguridad de una persona que viaje 
en un ferrocarril o que se encuentre sobre una línea férrea. 

IlQ - Crímenes y delitos cometidos en el mar: 
a) Piratería, según las leyes de las 'naciones; 
b) Insurrección o conspiración de dos o más personas que 

se hallen a bordo de un buque en alta mar, para sublevar­
se contra las autoridades del mismo; 

e) Echar ilegalmente a pique o destruIr un buque en alta 
mar o sus tentativas; 

d) Ataque contra las personas a bordo de un buque en alta 
mar, con la intención de inferir lesiones o dai10 corporal 
grave. 

129 - Comercio de esclavos, siempre que este hecho sea declarado 
criminal por las leyes de ambos países. 
En todos los casos de los crímenes' y delitos enumerados en 
este artículo, o en sus tentativas, se concederá la extradición 
de los agentes, partícipes o cooperadores, siempre que la pena 
fijada pOl' el crimen o delito sea superior a un año de prisión. 

Art. 4Q-Los pedidos de extradición se introducirán por los agentes 
diplomáticos ue las altas partes contratantes o en su defecto por los fUll­

donarios (onsulare~ superiores, acompañándose copia legalizada de la 
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sentencia del juez o del auto de prisión dictado en el país donde se 
hubiera cometido el crimen o delito, así como de las declaraciones u 
otros testimonios en cuya virtud se dictara el auto. 

Art. 6Q-No se concederá la extradición por los crímenes o delitos de 
carácter político, ni los que tengan conexión con ellos. 

GRAN BRETAÑA 

Art. 2<?-La extradición se concederá recíprocamente por los siguien­
tes crímenes o delitos: 

lQ - Asesinato (incluso el asesinato con violencia, parricidio, in­
fanticidio o envenenamiento) o la tentativa o conspiración pa­
ra asesinar. 

~Q Homicidio. 
3i } La administración de drogas o el empleo de instrumentos con 

el propó~ito de procurar el aborto. 
49 - Estupro. 
S!} - Conocimiento carnal o las tentativas de tenerlo con una nma 

menor de dieciséis años, siempre que el testimonio aducido 
justifique el enjuiciamiento de esos crímenes, según las leyes 
de las dos Altas Partes Contratantes. 

69 - Atentado contra el pudor. 
79 - Robo y secuestro de un ser humano, substracción de nifíos. 
89 - Rapto. 
99 - Bigamia. 

109 Lesiones o dai'io corporal o grave hecho determinante. 
119 - Ataque a las personas del que resulte grave daño corporal. 
129 Amenazas, ya sea por medio de cartas o de otra manera con 

la intención de sacar dinero u otros objetos de valor. 
139 - Perjurio o tentativas de conseguirlo. 
H9 - Incendio voluntario. 
]59 - Robo, u otros crímenes o sus tentativas cometidas con frac­

tura, robo con violencia, hurto y malversación de valores pú­
blicos o particulares. 

169 - Fraude cometido por un depositario, banquero, agente, comi­
sionado, fideicomisario, director, miembro o empleado públi­
co de cualquier compañía siempre que sea considerado como 
crimen con pena no menor de un año por una ley que c'ité 
en vjgor. 

179 - El obtener dinero, garantías de valor o mercaderías con pre­
textos falsos; recibir dinero, garantías de valor u otros bie­
nes sabiendo que han sido robados o habidos indebidamen~ 
te y excedido su valor de mil pesos o 200 (doscientas) li­
bras. 
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lSQ a) Falsificación o alteración de moneda, circulación de mo­
neda falsificada o alterada. 
b) Fabricación a sabiendas y sin autorización legal de cual­
quier instrumento, herramientas o aparato adaptado y desti. 
nado a la falsificación de la moneda nacional. 
e) Falsificación o alteración de finnas o valores, o circulación 
de lo falsificado o alterado. 

19Q - Crímenes contra las leyes de bancarrota. 
20Q - Cualquier acto hecho con intención criminal y que tenga por 

objeto poner en peligro la seguridad de una persona que se 
encuentre vi.ajando en un ferrocarril o que se halle en él. 

219 Daño hecho con intención criminal a la propiedad siempre 
que la ofensa sea procesable. 

22Q - Piratería, y otros crímenes o delitos cometidos en el mar so­
bre las personas o sobre las cosas, y que, según las leyes res­
pectivas ue las dos Altas Partes Contratantes sean delitos de 
extradición y tengan más de un año de pena. 

239 Trata de esclavos, de manera tal que constituya una ofensa 
criminal contra las leyes de ambos Estados. Debe también con­
cederse la extradición por la participación en cualesquiera de 
los precilados crímenes, siempre que esa participación sea pu­
nible por las leyes de ambas Partes Contratantes. 
Puede también concederse la extradición según lo juzgue con­
veniente el Estado al que se hiciese el pedido, con motivo de 
cualquier otro crimen que según las leyes que estén vigentes 
a la sazón dé lugar a eIJa. 

Art. 39-Cada una de las dos Altas Partes Contratantes se reserva el 
derecho de negar o conceder la entrega de sus propios súbllitos o ciu­
dadanos. 

Art. 69-Un criminal fugado no será entregado si el delito por el 
cual se solicita su extradición, es de carácter político, o si dicho cri­
minal probase que el pedido. de extradición se ha hecho con la mira 
de enjuiciarlo o castigarlo por un delito de carácter político. 

Art. 89-La requisitoria de la extradición se hará por los Agentes Di­
plonláticos de las Altas Partes Contratantes respectivamente. 

La requisitoria para la extradición de un individuo acusado ha de 
ser acompaIiada de orden de prisión, dada por autoridad competente 
del Estado que requiera la extradición, y de aquellas pruebas que se· 
gún las leyes del lugar donde sea hallado el acusado, justificarán su 
prisión si el crimen hubiese sido cometido allí. 

Si la requisitoria se relaciona con persona ya condenada, deberá ve­
nir acompañada de la sentencia condenatoria dictada contra la persona 
condenada por el Tribunal competente del Estado que haga la requi. 
sitoria para extradición. 

Este libro forma parte del acervo de la Biblioteca Jurídica Virtual del Instituto de Investigaciones Jurídicas de la UNAM 
www.juridicas.unam.mx  
http://biblio.juridicas.unam.mx

DR © Universidad Nacional Autónoma de México, 
Instituto de Investigaciones Jurídicas



ARGENTINA 91 

Una sentencia dictada en rebeldía no ha de reputarse condenatoria; 
pero a una persona así sentenciada puede tratársele como a persona 
acusada. 

Protocolo Adicional del Tratado de Extradición (1889). 
Firmado en Buenos Aires el l2-XIl-1890. 
Aprobado por ley N9 3043 del 6-XII-1893. 
"La extradición no tendrá lugar si, después de cometido el crimen 

o de instituida la acusación crimina!, o de condenado el reo, surgiera 
la prescripción, según las leyes del Estado requirente o requerido. 

No tendrá igualmente lugar cuando, según las leyes de cada país,. 
la pena más alta del delito sea menor de un año de prisión". 

ITALIA 

Art. 6q~La extradición deberá efectuarse cuando se trate de los indio 
\"iduos imputados o condenados como autores o cómplices de uno dC" 
los siguientes delitos consumados o intentados: 

19 ~ Homicidio voluntario, asesinato, parricidio, envenenamiento, 
infanticidio; 

29 ~ Heridas voluntarias de las que resultase la muerte sin inten­
ción de darla, {} deformidades graves, privaciones! mutilacio· 
nes, inhabilitaciones, lesiones profundas de algún miembro U' 

órgano del cuerpo; 
39 ~ Estupro, rapto y otros atentados contra el pudor, siempre que 

haya violencia; 
4Q Usurpación del estado civil, poligamia y matrimonio simu· 

lado; 
59 Ocultación, secuestro, :;ustitución o reducción de personas li· 

bres a la esclavitud; 
69 Hurto calificado, robo, extorsión, asociación de malhechores; 
7Q ]ncendio voluntario, daños en los caminos de fierro, de que­

resulte o puede resultar peligro de vida; 
89 ~ Peculado o malversación de los dineros públicos, estelionato, 

substracción de dinero, fondos, documentos o cualquier cla~e' 
de títulos de propiedad pública o privada por parte de per­
sonas a quienes hubieran sido confiadas en custodia, o que' 
sean socios o empleados en el establecimiento en que hubiere 
sido cometido el delito; 

9<:> - Falsificación, emisión, alteración de moneda y papeles de cré­
dito en curso legal en los respectivos países, y su importación 
o introducción. Fabricación, importación, venta y uso de ins­
trumentos destinados a hacer dinero falso, pólizas o cuales .. 
quiera otros títulos de la deuda pública, billetes de banco, o cua­
lesquiera papeles de los que circulan como si fuese moneda; 1al-
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sificaciones de diplomas o documentos oficiales, sello,s, estam· 
pillas de correos, timbres, punzones o cualquier otro sello del 
Estado; uso, importación y venta de estos objetOs falsificados; 
falsificación de escrituras públicas y particulares, letras de 
cambio, y otros títulos de comercio y uso de estos papeles fal· 
sificados; 
Quiebra fraudulenta. 
Falso testimonio o perjurio en materia criminal; 
Baratería y piratería, comprendido el hecho de posesionarse 
alguno del buque de cuya tripulación hiciese parte, por me­
dio de fraude o violencia. 
do o tentado correspondiese una pena simplemente correccio­

No será acordada la extradición cuando al delito consuma· 
nal, según los principios generales de la legislación penal vi. 
gente en uno de los dos países. 

Art. 79-Quedan excluidos de la presente Convención los delitos po­
líticos y los conexos con esos delitos. Los individuos, cuya extradición 
hubiere sido acordada. no podrán ser juzgados ni castigados por delitos 
políticos anteriores a la extradición. ni por hechos conexos con los mis· 
mos. 

Art. 10<'-1.os iI!dividuos reclamados que se hallaren procesados por 
crímenes cometidos en el país en que Se refugiaren, no serán entrega· 
dos sino después de sentencia definitiva, y, en el caso de coridenación 
después de cumplida la pena que les fuere impuesta. 

Art. 129-La extradición se efectuará a pedido de los Gobiernos, trans· 
mitida por vía diplomática y acompañado de los siguientes documen, 
tos: 

19 La sentencia de condenación, notificada según la forma prescrita 
por la legislación del País requirente, si se trata de un con­
denado, o el mandato a prisión, u otro acto equivalente expe· 
dido por los Tribunales competentes, con la designación exacta 
y la fecha del delito que lo motivaren, si se trata de un in1pu~ 
tado estos documentos se presentarán originales o en tapia au· 
téntica. 

29 Todos los datos y antecedentes necesarios para justificar la iden· 
tidad de la persona requerida. 

39 Copia de las disposiciones legales, aplicables al hecho impu­
tado, según la legislación del país requirente. 

PAISES BAJOS 

Art. 21?-Los hechos que pueden dar lugar a la extradición SOn los si-
guientes: ' 
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19 - Homicidio, a no ser que se hubiese cometido en legítima de­
fensa o por impruuencia; 

29 - Asesinato; 
39 
49 
59 
69 
79 -

99 

I09 
))0 

Panicidio; 
Homicidio o asesinato (ometido en un nitio; 
Envenenamiento; 
Aborto voluntario; 
Heridas voluntarias, que hayan causado la muerte sin ¡n len­
ción de darla, o la mutilación grave y permanente de al,~ún 

miembro u órgano del cuerpo: 
Violación y demás atentados al pudor, comel idos con violen­
Cl,a; 

Atentado, con o sin violencia, contra el pudor, cometido en 
niños de uno ti otro sexo, menores de catorce años; 
Bigamia; 
Substracción, encubrimiento, supresión o substitución de 11l-

ños; 
]2Q Substracción de menores; 
139 falsificación o alteración de monedas o de papel moneda, in­

tentada con designio de emitir o de hacer emitir esas mone· 
das o ese papel moneda como no falsificados y alterados; emi. 
sión o circulación de monedas o de papel moneda falsificados 
o alterados; falsificación o alteración de timbres y cuños del 
Estado, en cuanto las leyes de los dos países permitan la ex· 
tradición con tal motivo; 

14Q - Falsificación de escritura pública o privada, en las letras de 
cambio, los papeles de crédito con curso legal, u otros títulos 
,de comercio y uso a designio de estos documentos falsifica­
dos, en cuanto las leyes de los dos países permitan la extra­
dición con tal motivo; 

159 - Falso testimonio, soborno de testigos o juramento falso en ma· 
teria civil o criminal; 

16Q - Corrupci6n de funcionarios públicos, en cuanto las leyes tic 
los dos países permitan la extradición ron tal motivo; 

] 79 - Peculado o malversación de caudales públicos, concusión, co­
metidos por funcionarios o depositarios públicos; 

1St? - Incendio volun tario, cuando de él pueda resul tar un peligro 
c,omún pa.ra bienes, o un peligro de muerte para otro; incen­
dio hecho con el designio de procurarse a sí mismo o a tercero 
un provecho ilegal con perjuicio del asegurador o del porta. 
dor legal de un contrato a la grue~a; 

199 - Trabas voluntarias a la circulación de los ferrocarriles, de las 
que haya resultado el poner en peligro la vida de los pasa­
jeros; 
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20Q Actos d~ violencia cometidos en público, por agrupaciones de 
gente, contra personas o propiedades; 

21Q Robo cometido con violencia a las personas o a las propie­
dades; 

229 El hecho ilegal, cometido a designio, de echar a pique un bu· 
que, o de hacer varar, de destruir, de imposibilitar para el 
servicio o de deteriorar un buque cuando de ello pueda re­
sultar peligro para otra; 

239 Insurrección e insubordinación del equipaje o pasajeros a bor­
do ele un buque; 

249 Estafa; 
259 Malversación de caudales, bienes documentos y de todas cia· 

ses de títulos de propiedad pública o privada, cometida por 
las personas a cuya guarda estuviesen confiados; o substrac­
ción fraudulenta de dichos objetos por los que fuesen socios 
D empleados en el establecimiento en que el hecho se hubiese 
cometido; 

26Q - Quiebra fraudulenta. 
Quedan comprendidas en las precedentes calificaciones la ten· 
tativa y la complicidad, cuando éstas sean punibles en virtud 
de la legislación penal de Jos países contratantes. 
La extradición se acordará por los delitos arriba enumerados, 
cuando los hechos incriminados fuesen punibles con pena cor· 
poral no menor de un año de prisión, como máximo. 

Art. 39-La extradición no tendrá lugar: 

lQ - Cuando el individuo reclamado fuese súbdito, de nacimiento 
o por naturalización, de la nación requerida; 

29 - Por los delitos polfticos, o por hechos conexos con delitos po' 
lfticos. 

Arl. 119-El pedido de extradición deberá siempre hacerse por la vía 
diplomática, y, en no habiendo agente diplomático, por el intermedio 
del funcionario consular de más categoría del país que la solicite. 

Al pedido de extradición deben acompañar: 

19 - El original o copia auténtica ya sea de una orden de acusa· 
ción, o de sentencia de envío ante la justicia de represión con 
orden de prisión, ya sea de esta misma orden o de· cualquier 
otro acto que tenga la misma fuerza, o bien del fallo conde· 
natorio expedido por la autoridad competente. en la forma 
prescrita en el país que reclama la extradición. 

Estos documentos deberán indicar suficientemente el hecho 
de que se trate a fin de habilitar al país requerido, para juz. 
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gar si aquél constituye, según su legislación, un caso previsto 
por la pre~ente Convención; 

2Q La copia de las disposiciones penales aplicables al hecho de 
que se trate; 

3(1 Todos Jos datos y antecedentes necesarios para constatar la iden­
tidad del individuo reclamado; 

49 - Una traducción francesa de lodos esos actos y disposiciones pe­
nales. 

l'ARAGUAY 

Art. 49-La extradición deberá efectuarse, cuando se trate de individuos 
acusados o complicados de los crímenes siguientes: 

1'? - Homicidio (comprendidos el asesinato, el parricidio, envene­
namiento e infanticidio) y la tentativa de cualquiera de estos 
crímenes. 

29 - Aborto voluntario. 
3Q - Lesiones En que hubiese o de las que resultase inhabilitacióH 

de servicio, mutilación o destrucción de algún miembro u Ór­
gano, o la muerte ~in intención de darla. 

49 - Estupro y otros atentados contra el honor o el pudor, siem­
pre que se dé la circunstancia de violencia. 

59 - La poligamia, parto supuesto, fingimiento de la calidad de 
esposa o de esposo contra la voluntad de éste o de aquélla, 
con el objeto de usurpar derechos maritales; ocultación y subs­
tracción de menores. 

6') - Incendio voluntario, daüos en los caminos de fieno de que 
resulte o puede resultar peligro para la vida de los pasajeros. 

79 - Falsificación, emisión, alteración de monedas y papeles de cré­
dito con curso legal en los respectivos países, y su importan. 
cía o introducción; fabricación, importación, venta y uso de 
instrumentos destinados a hacer dinero falso, pólizas o cuales­
quiera otros títulos de la Deuda Pública, notas de los Bancos, 
o cualesquiera papeles de los que circulan como si fuesen mo­
neda; forjamiellto de actos soberanos. sellos del Correo; es­
tampilla, pequeños sellos, timbres, cuños y cualesquiera otros 
sellos del Estado y de las oficinas públicas, y uso, importación 
y venta de esos objetos, falsificación de escrituras públicas y 
partkulares, letras de cambio, )' otros títulos de comercio y uso 
de esos papeles falsificados. 

8<) Robo; esto es, hurto con violación a las personas y a las co­
sas; estel ianato. 

9\' Peculado o malversación de caudales públicos; abuso de con­
fianza o substracción de dinero, fondos, documentos y cuales-
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q~Iiera títulos ue propiedad pÍlblica O particular, por perso­
nas a cuya guarda estén confiados, o que sean asociados, o 
empleados en el establecimiento o t:a~a en que el crimen es 
cometido. 

109 - Baratería, piratería, comprendido el hecho de posesionarse al­
guno del buque en cuya tripulación hiciese parte, por medio 
de fraudt o violencia contra el Comandante o contra el que 
sus veces hiciese. 

11Q Tráfico de esclavos y reducción de personas libres a la escla­
vitud. 

12Q Quiebra fraudulenta. 
139 - Falsos testimonios en materia civil y criminal. 

Los crímenes expresados en este artículo se entenderán tales, según 
las leyes del Estado que hiciere el pedido de extradición y siempre que 
sus aulores o cómplices estén sujetos por las leyes del país requerido. 
a pena corporis aflictiva e infamante, aunque esas leyes tengan fec.:ha 
posterior al Tratado. impongan menos pena que la del Código Penal 
del país, al cual es dirigida la reclamación, y amplíen o restrinjan las 
circunstancias que constituyen el crimen o los casos en que el reo dcba 
ser castigado. 

Pero la extradición no será concedida en ningún caso, cuando, por 
la Legislación del Estado requerido, esté prescrita la acción criminal 
o la pena. 

Art. 5Q-s6lo podrá concederse la extradición en virtud de reclama­
ción presentada por los Gobiernos. ya sea directamente o por la vía 
diplomática o consular y siempre que a la reclamación se acompañe 
copia auténtica de un auto motivado de prisión o de sentencia con~ 
denatoria, extraída de los autos y dictada por autoridad competente 
con arreglo a las leyes del país reclamante. 

Art. 8Q-La extradición no se concederá en ningún caso por delitos 
políticos o par hechos que tengan conexiÓn inmediata con este deli too 

Art. l3Q-Serán entregados al país reclamante al mismo tiempo que 
el individuo, los instrumentos y útiles de que se hubiese servidQ para 
cometer el delito; los objetos sustraidos o que fuesen encontrados en 
poder del acusado o condenado. y todas las piezas o documentos que 
puedan concurrir a constatar o esclarecer los hechos. 

SUIZA 

Art. 29-Los crímenes y delitos que dan lugar a la extradición son 
los siguientes: 

1 Q - Homicidio; 
29 - Asesinato; 
3Q - Parricidio; 
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49 - Infanticidio; 
59 - Envenenamiento; 
69 - Aborto voluntario; 
7Q - Golpes y heridas voluntarias que hayan causado la muerte 

sin intención de darla, o de los cuales resulte mutilación gra­
ve y permanente de un miembro o de un órgano del cuerpo; 

H9 - Violación, estupro y otros atentados al pudor; 
99 Atentado al pudor llevado a cabo, con o sin violencia, en ni­

ños de uno u otro sexo de menos de ]4 años de edad; 
]09 Bigamia; 
119 Rapto y secuestro de personas; supresión o substitución de nI-

ños; 
12Q - Substracción de menores; 
]39 - .Falsificación y alteración de moneda o de papel moneda y 

de -papeles de crédito que tengan curso legal, de acciones 
y otros títulos emitidos por el Estado, corporaciones, socieda­
des o particulares; emisión, circulación o adulteración de se­
llos de correos, estampillas, cuños o sellos' del Estado y de las 
oficinas públicas; introducción, emisión o uso, con conocimien­
to de causa, de dichos objetos falsificados; uso de documentos 
o actos falsificados con estos distintos fines; uso fraudulento o 
abuso de sellos, timbres y marcas auténticas; 

l 'lQ - Falsedad en escritura pública o privada; falsificación de letras 
úc cambio o de todo otro titulo de comercio, y uso de estos 
documentos falsificados; 

15U 

169 

]79 

189 -
199 

209 -

2]<'> -

Falso testimonio, soborno de testigos o juramento falso en 
materia civil o criminal; 
Corrupción de funcionarios públicos (cohecho); 
Peculado o malversación de caudales públicos; conclusión co­
metida por funcionarios o depositarios; 
Incendio voluntario; empleo abusivo de materias explosivas; 
Destrucci6n o dafíos voluntarios de los ferrocarriles, buques 
a vapor, postes, aparatos o conductores eléctricos (telégrafo" 
teléfono,) y el hecho de poner en peligro su explotación; 
Salteamiento, extorsión, robo, encubrimiento; 
Actos voluntarios cometidos con el objeto de echar a pique. 
hacer naufragar, destruir, imposibilitar para el uso o deterio-
rar un buque, cuando pueda resultar de ello un peligro para 
terceros; 

229 - Estafa; 
239 - Abuso de confianza y substracción fraudulenta; 
24Q - Quiebra fraudulenta; 

Quedan comprendidas en las calificaciones anteriores la ten-
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tativa y la complicidad, si ellas son castigadas según la ley 
penal de los países contratantes. 

La extradición será concedida por los delitos citados más 
arriba, si los hechos imputados son posibles de pena no me­
nor de un año de prisión, según la legislación de las partes 
contratantes. 

Art. 39-La extradición no tendrá lugar: 
lQ - Si el indivduo reclamado es ciudadano por nacimiento o por 

naturalización de la nación requerida; 
2Q - Por delitos políticos o por hechos conexos con delitos políticos; 
39 - Si el delito ha sido cometido en el territorio de la nación re­

querida. 
Art. 139-La petición de extradición deberá ser hecha siempre por 

la vía diplomática; y a falta de ésta, por el Cónsul de categoría más 
elevada del país requirente. 

Deberá ser acompañada: 
I Q - Del original o de la copia auténtica de la orden de captura, 

o de cualquier otro acto del mismo valor, o del fallo conde­
natorio pronunciado por la autoridad competente, según las 
formas prescritas en el país que reclame la extradición; 

Estos documentos deberán indicar el hecho imputado, el lu­
gar en que ha sido cometido y su fecha; 

29 - De la copia de las disposiciones penales aplicables al crimen 
o delito de que se trata; 

39 - De la filiación de la persona reclamada, en cuanto sea posible. 

Art. 21.-Los documentos sometidos o comunicados a las autoridades 
del otro Estado de conformidad con la presente Convención, deberán 
acompañarse siempre de una traducción en castellano para la Repú~ 
blica Argentina y en francés para la Confederación Suiza. 
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APÉNDICE 

AL CAPíTULO VIII 

(Ejecución de sentencias penales extranjeras) 

APÉNDICE DOCUMENTAL 

/,) Legislación argentina vigente. 
-- Código Penal de la N ación Argentina 

artÍCulo 50, 2Q párrafo. 
b) Legislación internacional. 

Tl"alados multilaterales. 
- Tratado de Derecho Procesal Internacional de Montevideo, de 

1889, artículos 69 y 59, inciso d. 
- Tratado de Derecho Procesal Internacional de Montevideo, de 

1940, artículos 69 y 5Q, inciso d. 
- Código de Derecho Internacional Privado de Bustamante y 

Sirvén, artículos 436 y 437. 
Tratados bilaterales. 

La ejecución de sentEncias penales extranjeras, está inclui­
da en los Tratados de Extradición firmados por la Argentina 
(véase el apéndice correspondiente). 
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